
Año  II  -  Nº  343  -  75  páginas
Quito,  viernes  7  de  agosto  de  2026

SUMARIO:

Págs.

FUNCIÓN EJECUTIVA

REGULACIÓN:

CORPORACIÓN FINANCIERA NACIONAL 
BANCA PÚBLICA:

DIR-030-2026 Se aprueba la reforma al Reglamento para 
la Venta de Cartera de Crédito de Primer Piso, 
versión 01 .................................................................. 3

RESOLUCIONES:

MINISTERIO DE PRODUCCIÓN COMERCIO 
EXTERIOR E INVERSIONES:

MPCEI-SC-2026-0130-R Se aprueba y oficializa con el 
carácter de voluntaria la Primera Edición de la 
Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN ISO 
21931-1, Sostenibilidad en edificaciones y obras de 
ingeniería civil .......................................................... 10

MPCEI-SC-2026-0131-R Se aprueba y oficializa con el 
carácter de voluntaria la Enmienda 1 de la Norma 
Técnica Ecuatoriana NTE INEN 1108:2020 Agua 
para consumo humano ............................................ 13

MINISTERIO DE RELACIONES 
EXTERIORES Y MOVILIDAD HUMANA:

MREMH-VCI-2026-0001-R Se da por terminado 
de forma anticipada, a partir de la fecha de 
notificación de la presente Resolución el Convenio 
Básico de Funcionamiento entre la Organización 
No Gubernamental extranjera Counterpart 
International y el Gobierno de la República del 
Ecuador ..................................................................... 16

INSTITUTO DE CINE Y CREACIÓN 
AUDIOVISUAL:

ICCA-DE-2026-0055-R Se expide el Reglamento para la 
Emisión del Certificado de Finalización de Obras y 
Productos Cinematográficos y Audiovisuales para 
Efectos de la Devolución del Cincuenta por Ciento 
(50%) del Impuesto al Valor Agregado (IVA)......... 21

 



Viernes 7 de agosto de 2026 Registro Oficial Nº 343

2 

Págs.

FUNCIÓN DE TRANSPARENCIA 
Y CONTROL SOCIAL

SUPERINTENDENCIA  
DE BANCOS:

SB-2026-2377 Se realizan varias reformas a 
la Codificación de Normas .............. 33

SUPERINTENDENCIA DE 
ECONOMÍA POPULAR  

Y SOLIDARIA:

SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNILO-2026-0109 
Se declara disuelta y liquidada 
a la Asociación de Servicios 
de Limpieza Zurmat Familia 
ASOSERLIMZUR, con domicilio 
en el cantón Quito, provincia de 
Pichincha ........................................... 62

FE DE ERRATAS:

CONSEJO DE LA JUDICATURA:

-	 A la publicación de la Resolución 
109-2026, efectuada en el Quinto 
Suplemento del Registro Oficial 
No. 322, de 09 de julio de 2026........ 70



Viernes 7 de agosto de 2026Registro Oficial Nº 343

3 

 

 

 
REGULACIÓN DIR-030-2026 

 
EL DIRECTORIO DE LA 

CORPORACIÓN FINANCIERA NACIONAL BANCA PÚBLICA 
 

CONSIDERANDO: 
 

Que, el artículo 226 de la Constitución establece el principio de legalidad, mismo que señala: “Las instituciones 
del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en 
virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades  que les sean atribuidas en la 
Constitución y la ley.” 
 
Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 291 de 05 de junio de 2024, publicado en el Segundo Suplemento del 
Registro Oficial N° 578 de fecha 13 de junio de 2024, se reforma el artículo 2 del D.E. N° 868 de 30 de diciembre 
de 2015 por el siguiente: "La Corporación Financiera Nacional B.P. es una entidad financiera pública, cuya 
finalidad es la prestación sustentable, eficiente, accesible y equitativa de servicios financieros, cuyas operaciones 
de intermediación de recursos estará  orientada al incremento de la productividad y competitividad que permitan 
alcanzar los objetivos el Plan de Desarrollo e inclusión económica a través de operaciones de segundo piso. (…)” 
 
Que, el numeral 1 del artículo 375 del Código Orgánico Monetario y Financiero, señala que es competencia del 
Directorio: “Dictar las políticas de gestión de la entidad y controlar su ejecución;” 
 
Que, el numeral 12 del artículo 375 del Código Orgánico Monetario y Financiero, señala que es competencia del 
Directorio: “Aprobar los reglamentos internos”. 
 
Que, el literal H de las atribuciones y responsabilidades establecidas en el Estatuto Orgánico por Procesos de la 
CFN B.P., señala que es competencia del Directorio: “Aprobar (…) los reglamentos internos correspondientes.” 
 
Que, artículo 4 de la Codificación de las Normas de la Superintendencia de Bancos, Libro I, Titulo VIII, Capítulo 
VII.- Norma de Control para la Venta  de Cartera de Crédito, establece: “Parámetros mínimos para determinar la 
política para la venta de cartera de crédito. Las entidades financieras deberán diseñar, aprobar, implementar y 
mantener políticas internas específicas para la venta de cartera de crédito que deberán contar con la aprobación 
del Directorio. (…)” 
 
Que, el literal C de las atribuciones y responsabilidades establecidas en el Estatuto Orgánico por Procesos de la 
CFN B.P., señala que es competencia de la Subgerencia General de Operaciones y Procesos: “Proponer 
normativas internas que aseguren el cumplimiento de las regulaciones bancarias y promuevan la efectividad y 
eficiencia de los procesos;” 
 
Que, el literal B de las atribuciones y responsabilidades establecidas en el Estatuto Orgánico por Procesos de la 
CFN B.P., señala que es competencia de la Gerencia de Normativa y Procesos: “Proponer el estándar para 
elaboración y control de documentos referentes a la normativa de la entidad, para conocimiento y aprobación del 
Directorio;” 
 
Que, la Política Institucional para la Administración Normativa CFN B.P. en su artículo 8.- DE LA INSTANCIA DE 
APROBACIÓN NORMATIVA, señala: “Las normas de carácter general deberán ser aprobadas por el Directorio 
de la CFN B.P. (…)” 
 
Que, mediante correo institucional de fecha 17 de julio de 2026, la Gerencia de Cumplimiento, señala: “(…) se 
emite la conformidad al Reglamento para la Venta de Cartera de Créditos de Primer Piso y a la matriz de 
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controles de riesgos de soborno, mismo que es aplicable para SGA y no se identifica riesgo de soborno. (…)” 
 
Que, mediante memorando Nro. CFN-B.P.-GERI-2026-0271-M de fecha 21 de julio de 2026, la Gerencia de 
Riesgos, señala: “(…) la propuesta para la reforma del Reglamento para la venta de cartera de créditos de primer 
piso, versión.01 y sus disposiciones no se contrapone con las políticas de la gestión integral de riesgos vigente.” 
 
Que, mediante memorando Nro. CFN-B.P.-SGJU-2026-0260-M de fecha 21 de julio de 2026, la Subgerencia 
General Jurídico, señala: “(…) la propuesta de reforma al Reglamento para la Venta de Cartera de Crédito de 
Primer Piso es jurídicamente viable, (…) por lo tanto corresponde que el Directorio institucional conozca y 
apruebe la expedición de la reforma propuesta (…)” 
 
Que, mediante memorando Nro. CFN-B.P.-GENP-2026-0284-M de fecha 21 de julio de 2026, la Gerencia de 
Normativa y Procesos, señala: “(…) se recomienda que la Subgerencia General de Operaciones y Procesos, en el 
ámbito de sus competencias, proceda con la suscripción de los documentos en la sección “Control de la 
Documentación” y, posteriormente, solicite al Directorio su inclusión en el orden del día para conocimiento y 
aprobación.” 
 
Que, mediante memorando Nro. CFN-B.P.-SGOP-2026-0138-M de fecha 21 de julio de 2026, la Subgerencia 
General de Operaciones y Procesos, remite para conocimiento y aprobación del Directorio, la Reforma del 
Reglamento para la Venta de Cartera de Crédito de Primer Piso, versión 01. 
 
Que, la Gerencia General, dispone dentro de la agenda de Directorio, se presente para conocimiento y 
aprobación del Directorio la Reforma del Reglamento para la Venta de Cartera de Crédito de Primer Piso, versión 
01, en atención al memorando Nro. CFN-B.P.-SGOP-2026-0138-M de fecha 21 de julio de 2026. 
 
Debidamente motivado, en ejercicio de sus atribuciones. 
 

RESUELVE: 
 

ARTÍCULO 1.- Aprobar la Reforma del Reglamento para la Venta de Cartera de Crédito de Primer Piso, versión 
01, en los siguientes términos: 

 
REGLAMENTO PARA LA VENTA DE CARTERA DE CRÉDITOS DE PRIMER PISO  

SECCIÓN I.- DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 2.- Objeto.- Definir los lineamientos y criterios institucionales que regulen la venta de cartera de créditos 
de primer piso de la Corporación Financiera Nacional B.P., con el propósito de optimizar la gestión de activos 
financieros, fortalecer la capacidad operativa y financiera de la Institución, y habilitar mecanismos 
complementarios de administración. Estas operaciones deberán ejecutarse con eficiencia, en estricto 
cumplimiento de la normativa legal y las disposiciones internas vigentes, garantizando la protección de los 
intereses institucionales. 
 
Artículo 2.- Ámbito de aplicación.-  Este reglamento es de aplicación obligatoria para todas las áreas y 
servidores de la Corporación Financiera Nacional B.P. involucrados en la gestión, evaluación, aprobación y 
formalización de operaciones de venta de cartera de créditos de primer piso. Asimismo, rige exclusivamente para 
bancos legalmente facultados que actúen como proponentes o contrapartes en dichas operaciones. Su 
cumplimiento asegura que cada transacción se ejecute bajo los más altos estándares de eficiencia y 
transparencia, en concordancia con la normativa legal y las disposiciones internas vigentes, resguardando los 
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intereses institucionales. 
 
Artículo 3.- Glosario de términos  

3.1. CAIR: Comité de Administración Integral de Riesgos. 
3.2. Cartera de primer piso: Conjunto de créditos otorgados directamente por la CFN B.P. a los 

beneficiarios finales, sin intermediarios financieros. 
3.3. Garantías comunes: Bienes o derechos que respaldan simultáneamente varias obligaciones 

crediticias de diferentes deudores. 
3.4. Cesión de derechos: Transferencia legal de los derechos sobre los créditos y sus garantías al 

comprador, una vez suscrito el contrato correspondiente. 
3.5. ALCO: Comité de Activos y Pasivos de la Corporación Financiera Nacional B.P. 
3.6. Programa de Supervisión Intensiva: Es un mecanismo institucional de control y seguimiento 

especializado, diseñado para evaluar de manera rigurosa y continua la situación financiera, operativa 
y de gestión de entidades o unidades bajo supervisión. Su objetivo es identificar oportunamente 
riesgos relevantes, asegurar el cumplimiento de la normativa vigente y promover acciones correctivas 
que fortalezcan la estabilidad y sostenibilidad de las operaciones supervisadas. 

3.7. Venta de cartera sin recurso: Modalidad en la cual el banco vendedor no responde por el deterioro o 
cambios en las condiciones de la cartera de crédito transferida. 

3.8. Venta de cartera a crédito: Modalidad en la cual el precio pactado se cancela a través de la 
concesión de un crédito otorgado al comprador, cuya operación se regirá a lo establecido en la 
normativa vigente. 

 
Artículo 4.- Base legal 
1.1. Constitución de la República del Ecuador. 
1.2. Código Orgánico Monetario y Financiero. 
1.3. Código de Comercio. 
1.4. Codificación de Resoluciones Monetarias, Financieras de Valores y Seguros, Libro I Sistema 

Monetario y Financiero de la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera, Título II Sistema 
Financiero Nacional. 

1.5. Codificación de la Superintendencia de Bancos, Libro I: Sistema Financiero Público y Privado, Normas 
de Control para las Entidades de los Sectores Financiero Público y Privado, Título IX: De la Gestión y 
Administración de Riesgos. 
1.5.1. Capítulo V: Norma de control para la gestión de riesgo operativo. 
1.5.2. Capítulo VI: Norma de control para la prevención y administración del riesgo de lavado de 

activos y la financiación de otros delitos (PARLAFD). 
1.5.3. Libro I, Título VIII: De las Operaciones, Capítulo VII: Norma de control para la venta de 

cartera de crédito 
1.6. Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN-ISO 37001 Sistema de Gestión Antisoborno. 
1.7. Norma Técnica de Manejo de Conflictos de Interés.  

SECCIÓN II.- DE LA VENTA DE CARTERA 

Artículo 5.- Comprador.- La propuesta de compra de cartera podrá ser presentada exclusivamente por bancos 
legalmente facultados, conforme a su objeto social, para adquirir créditos o derechos crediticios, y que cumplan 
con los requisitos legales, financieros y de debida diligencia establecidos en el presente Reglamento y en la 
normativa vigente. 

Artículo 6.- Determinación del precio de venta.- El precio de venta de cartera será igual al valor resultante de la 
aplicación de la metodología de riesgos para la valoración de cartera de crédito de primer piso, aprobada por el 
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CAIR, la cual será aplicable a las modalidades de venta previstas en este Reglamento. 

Artículo 7.- Modalidades de venta.- La venta de cartera de créditos de primer piso podrá realizarse sólo bajo las 
siguientes modalidades: 

a) Venta de cartera sin recurso.- La totalidad del pago se recibirá a la firma del contrato, a través de los 
medios institucionales autorizados por la Corporación Financiera Nacional B.P. La CFN B.P. no responderá 
por el deterioro o cambios posteriores en las condiciones de la cartera transferida. 

b) Venta de cartera a crédito.- El precio pactado se cancelará mediante la concesión de un crédito otorgado 
por la CFN B.P. al comprador, cuyo diseño de producto y condiciones se sujetarán a la metodología y criterios 
de evaluación aplicables a las operaciones de segundo piso. 

Artículo 8.- Criterios de elegibilidad de la cartera.- Podrá ser objeto de venta la cartera de crédito de primer 
piso que cumpla, como mínimo, los siguientes criterios: 

a) Tipo de cartera: podrán negociarse todos los tipos de cartera de crédito de primer piso de la CFN B.P., 
sujetos a los demás criterios de este artículo. 

b) Calificación de riesgo: toda calificación de cartera conforme a la normativa de calificación de activos de 
riesgo aplicable. 

c) Morosidad: Podrán ser objeto de venta de cartera las operaciones con o sin morosidad en función de la 
propuesta que realice el comprador. 

d) Garantías: Se transferirán todas las garantías asociadas al tipo de cartera sujeta a negociación. En caso de 
existir garantías que respalden a varios clientes, deberán considerarse todas las operaciones de los deudores 
involucrados, a fin de preservar la consistencia jurídica y financiera de la transacción. 

e) Segmentación: Será elegible la cartera de todos los segmentos que rigen en el sistema financiero nacional. 

f) Exclusiones expresas: se excluye de la venta la cartera del producto forestal que se encuentre vigente y 
mantenga desembolsos pendientes. 

Artículo 9.- Selección y debida diligencia del comprador.- La selección del comprador y la debida diligencia 
aplicable se sujetarán a las siguientes reglas: 

a) Solo podrán ser compradores bancos que cumplan con los requisitos establecidos en este artículo.  

b) Para la modalidad de venta de cartera a crédito, la evaluación del comprador se realizará conforme a los 
criterios aplicables a la calificación de instituciones financieras, según la metodología establecida para 
productos de segundo piso. 

c) Para la modalidad de venta de cartera sin recurso, será aplicable a cualquier tipo de banco. 

d) Todo proceso de venta de cartera estará sujeto al cumplimiento de los procesos de debida diligencia sobre 
el origen lícito de los fondos, conforme a la normativa vigente en materia de prevención de lavado de activos y 
de la financiación de otros delitos. 

Artículo 10.- Evaluación integral de propuestas.- Las propuestas de compra de cartera estarán sujetas a una 
evaluación integral, que considere aspectos técnicos, financieros, de riesgos, jurídicos, debida diligencia y de 
cumplimiento normativos previstos en este Reglamento. La aceptación de dichas propuestas estará sujeta al 
cumplimiento de los parámetros y criterios definidos por la Corporación Financiera Nacional B.P., en concordancia 
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con su marco de gobierno corporativo, su apetito de riesgo y con la alineación a la estrategia de negocios. 

Artículo 11.- Análisis.- La recomendación de venta de cartera deberá sustentarse en análisis técnicos 
especializados que consideren, entre otros aspectos, criterios de selección de cartera, valoración, viabilidad 
jurídica y cumplimiento normativo. Previo a la instrumentación de la venta, deberán conocerse y aprobarse por el 
Directorio los siguientes informes: 

a) Informe de negocios, a cargo de la Gerencia de Recuperación. 

b) Informe financiero, a cargo de la Gerencia de Planificación Financiera, Presupuesto y Pagaduría. 

c) Informe legal, a cargo de la Subgerencia General Jurídica. 

d) Informe de riesgos, a cargo de la Gerencia de Riesgos, incluyendo la valoración de la cartera. 

e) Informe de cumplimiento, a cargo de la Gerencia de Cumplimiento. 

Artículo 12.- Aprobación del Directorio.- Acorde con la estrategia institucional orientada a la obtención de 
rentabilidad o liquidez, el Directorio aprobará cuando lo requiera, el monto por concepto de venta de cartera de 
crédito a ser negociada, el mismo que será considerado dentro del presupuesto de la entidad. 

Artículo 13.- Instrumentación de la propuesta.- La instrumentación de la propuesta de venta de cartera estará 
sujeta al cumplimiento de las condiciones aprobadas por el órgano competente y se realizará conforme a la 
normativa legal e interna vigente. El contrato de venta de cartera deberá contar con reconocimiento de firmas ante 
Notario Público. 

Artículo 14.- Monitoreo posterior a la venta.- La Gerencia de Planificación Financiera, Presupuesto y 
Pagaduría realizará seguimiento y monitoreo posterior a la venta de cartera durante un (1) año de manera 
mensual, con la finalidad de evaluar el impacto en los principales indicadores financieros de la entidad, cuyos 
resultados serán puestos en conocimiento del Comité de Activos y Pasivos (ALCO). 

Artículo 15.- Gestión de conflictos de interés.- En los procesos de venta de cartera, la Institución implementará 
mecanismos de gestión de conflictos de interés, con el fin de asegurar que las operaciones se desarrollen con 
criterios de transparencia, objetividad y en resguardo de los intereses institucionales. 

La existencia de vínculos societarios, de propiedad, administración o participación accionaria entre la Institución y 
el potencial adquirente no constituirá, por sí sola, un conflicto de interés. No obstante, cuando tales vínculos 
puedan comprometer o aparenten comprometer la independencia, objetividad o imparcialidad de las personas 
que intervienen en el proceso de venta de cartera, deberán aplicarse medidas previstas en la normativa sobre 
conflicto de interés. 

Artículo 16.- Protección al consumidor financiero.- La CFN B.P. asegurará que las operaciones de venta de 
cartera se realicen resguardando la protección del cliente, para lo cual se incluirán en los contratos de 
compraventa las cláusulas necesarias que garanticen que las condiciones originalmente pactadas con los 
deudores no sean modificadas unilateralmente. 

Artículo 17.- Notificación al deudor.- La notificación al deudor cuya cartera de crédito ha sido vendida se 
realizará mediante oficio por parte de la Corporación Financiera Nacional B. P. Así también, se notificará al cliente 
cuando una operación previamente transferida a una entidad financiera sea devuelta. 

Artículo 18.- Prevención de lavado de activos y de la financiación de otros delitos.- Todo proceso de venta 
de cartera estará sujeto al cumplimiento de los procesos de debida diligencia sobre el origen lícito de los fondos, 
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en materia de prevención de lavado de activos y de la financiación de otros delitos conforme a la normativa 
vigente. 

Artículo 19.- Provisiones.- Previo a la venta de cartera, se verificará que el nivel de provisiones constituidas se 
ajuste a lo exigido por la normativa vigente de la Superintendencia de Bancos para la categoría de riesgo de la 
cartera objeto de negociación. 

Artículo 20.- Confidencialidad de la información.- La información relacionada con las operaciones crediticias 
objeto de venta estará sujeta a confidencialidad. La información proporcionada no podrá ser difundida, copiada ni 
utilizada para fines distintos a los previstos en la presente normativa. El acceso, uso, tratamiento y resguardo de 
dicha información se sujetará a lo establecido en la Política Institucional para el Sistema de Gestión de Seguridad 
de la Información. 

Artículo 21.- Requisitos para la presentación de propuestas.- El proponente debe presentar su solicitud 
mediante oficio dirigido a la Gerencia General, suscrito por el representante legal, en el que se deben detallar, al 
menos, las características de la cartera de interés de compraventa y el monto estimado de adquisición. A la 
solicitud se deben anexar los siguientes documentos: 

1. Estatuto Social vigente. 

2. Resolución certificada del Directorio o del órgano correspondiente, en la cual se autoriza realizar la 
operación de adquisición de cartera. 

3. Anexo de origen y destino lícito de fondos.  

4. Declaración de cumplimiento de los requisitos de selección del comprador previstos en este Reglamento. 

5. Certificado de cumplimiento de obligaciones de la UAFE. 

6. Documentos soportes en función del perfil del proponente, de ser el caso. 

Artículo 22.- Limitaciones y prohibiciones.- Además de las limitaciones establecidas en la norma de control 
para la venta de cartera de crédito de la Superintendencia de Bancos, se prohíbe: 

1. Vender cartera cuyo nivel de provisión sea inferior al exigido por la normativa de calificación de activos 
para su categoría de riesgo al momento de la operación." 

2. Vender cartera a entidades que no demuestren capacidad financiera, operativa, tecnológica y de cobranza 
de al menos veinte y cuatro (24) meses. 

3. Recibir cartera de crédito como pago de obligaciones producto de la venta de cartera. 

4. Vender cartera a personas naturales. 

5. Las operaciones de cartera que se encuentran autorizadas para aplicar el diferimiento de provisiones, no 
podrán ser objeto de negociación o venta a menos de que se provisionen al 100% y se excluya de los 
diferimientos. 

6. Realizar venta de cartera de crédito con pacto de retroventa, recompra o cualquier otra modalidad 
equivalente, que| no sean las establecidas en la presente norma. 

7. Las operaciones de venta de cartera no podrán ser utilizadas como mecanismos para diferir el 
reconocimiento de pérdidas, ni para evitar la constitución de provisiones requeridas por la normativa 
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vigente. 

Artículo 23.- Causales de devolución.- El comprador podrá devolver a la CFN B.P. la(s) operación(es) 
únicamente en el evento de que, no se hubiere perfeccionado la inscripción en el Registro respectivo la cesión de 
la garantía correspondiente hasta en un plazo de 3 meses contados desde la notificación de la entrega. Para lo 
cual debe presentar su solicitud mediante oficio dirigido a la Gerencia General, suscrito por el representante legal, 
adjuntando los soportes respectivos, siempre que la cartera mantenga al menos la misma calificación, y no se 
encuentre deteriorada. 

DISPOSICIÓN GENERAL 

ÚNICA.- El régimen de revisión, actualización y difusión del presente Reglamento se sujeta a lo dispuesto en la 
Política Institucional para la Administración de la Normativa (P-MCO-PAN). 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 

ÚNICA: Deróguese el R-GOR-VCA Reglamento para la Venta de Cartera de Crédito de Primer Piso, versión 00. 

DISPOSICIONES FINALES 

PRIMERA.- La presente reforma entrará en vigencia a partir de su fecha de publicación en el repositorio de 
documentos controlados, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial. 
 
SEGUNDA.- Encárguese a la Gerencia de Normativa y Procesos la actualización y publicación en el repositorio 
digital de documentos controlados, así como su actualización en el Inventario de Procesos de la CFN B.P. y su 
correspondiente difusión interna. 
 
TERCERA.- Encárguese a Secretaría General se remita al Registro Oficial. 
 
CUARTA.- Las operaciones de venta de cartera de crédito de primer piso se sujetarán, además de lo previsto en 
este Reglamento, a las demás disposiciones, límites y prohibiciones que sobre esta materia establezca la 
Superintendencia de Bancos en la normativa vigente, incluyendo sus reformas y actualizaciones futuras. 
 
DADA, en Guayaquil el 23 de julio de 2026. LO CERTIFICO.-  
 
 
 

 
Mgs. Katherine Tobar Anastacio 

SECRETARIA GENERAL 

 

 

 

Validar únicamente en FirmaEC. 
Firmado electrónicamente por: 
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Guayaquil, 29 de julio de 2026

MINISTERIO DE PRODUCCIÓN COMERCIO EXTERIOR E INVERSIONES

 

CONSIDERANDO:

  
Que, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 52 de la Constitución de la República del
Ecuador, “Las personas tienen derecho a disponer de bienes y servicios de óptima calidad y a

elegirlos con libertad, así como a una información precisa y no engañosa sobre su contenido y 

características”; 
  
Que, la Ley del Sistema Ecuatoriano de la Calidad establece: el Sistema Ecuatoriano de la Calidad,

tiene como objetivo establecer el marco jurídico destinado a: “i) Regular los principios, políticas y

entidades relacionados con las actividades vinculadas con la evaluación de la conformidad, que

facilite el cumplimiento de los compromisos internacionales en esta materia; ii) Garantizar el

cumplimiento de los derechos ciudadanos relacionados con la seguridad, la protección de la vida y

la salud humana, animal y vegetal, la preservación del medio ambiente, la protección del

consumidor contra prácticas engañosas y la corrección y sanción de estas prácticas; y, iii)

Promover e incentivar la cultura de la calidad y el mejoramiento de la competitividad en la

sociedad ecuatoriana.”; 
  
Que, el Artículo 2 del Decreto Ejecutivo No. 338, publicado en el Suplemento del Registro Oficial
No. 263 de 9 de junio de 2014 establece: "Sustitúyase las denominaciones del Instituto Ecuatoriano

de Normalización por Servicio Ecuatoriano de Normalización. (…)"; 
  
Que, por Decreto Ejecutivo No. 425 de 18 de junio de 2026, en su artículo 1 se dispone “Fusiónese

por absorción el Ministerio de Producción, Comercio Exterior e Inversiones y el Ministerio de

Agricultura, Ganadería y Pesca al Ministerio de Economía y Finanzas. Las entidades absorbidas

se integrarán a la estructura orgánica de esta Cartera de Estado, a través de los viceministerios

que se determinen con base en la necesidad institucional. Las competencias, atribuciones y

funciones que se asignen en virtud del presente Decreto se ejercerán garantizando la

desconcentración de los procesos para la adecuada gestión institucional”; 
  
Que, en la normativa ibidem el artículo 2 dispone “Una vez concluido el proceso de fusión por

absorción previsto en el presente Decreto Ejecutivo, el Ministerio de Economía y Finanzas pasará

a denominarse “Ministerio de Desarrollo Económico y Productivo”, entidad que asumirá todas las

competencias, atribuciones, funciones, representaciones, delegaciones, derechos y obligaciones

previstas en la Constitución, la ley, los decretos ejecutivos, reglamentos y demás normativa

vigente, que correspondían al Ministerio de Producción, Comercio Exterior e Inversiones y al

Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca”; 
  
Que, mediante Acuerdo Ministerial Nro. MPCEIP-MPCEIP-2023-0028-A, de 08 de junio de 2023,
publicado en el cuarto Suplemento Nº 332 del Registro Oficial, de 15 de junio de 2023, se expidió
el Tarifario de los Servicios que presta el Servicio Ecuatoriano de Normalización – INEN, y que en
su Disposición Derogatoria establece “Deróguese y déjese sin efecto todas las disposiciones de

igual o menor jerarquía que se contrapongan con el presente Acuerdo”; 
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Que, la Organización Internacional de Normalización (ISO), en el año 2022, publicó la Norma
Técnica Internacional ISO 21931-1:2022, Sustainability in buildings and civil engineering works

— Framework for methods of assessment of the environmental, social and 

economic performance of construction works as a basis for sustainability assessment — Part 

1: Buildings; 
  
Que, el Servicio Ecuatoriano de Normalización, INEN, entidad competente en materia de
Reglamentación, Normalización y Metrología, ha adoptado la Norma Técnica Internacional ISO 

21931-1:2022 como la Primera Edición de la Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN ISO

21931-1, Sostenibilidad en edificaciones y obras de ingeniería civil — Marco de referencia para

métodos de evaluación del rendimiento ambiental, social y económico de las obras de

construcción como base para la evaluación de la sostenibilidad — Parte 1: Edificaciones (ISO

21931-1:2022, IDT); y su elaboración ha seguido el trámite regular de conformidad a los
procedimientos e instructivos del INEN; 
  
Que, mediante Informe Técnico realizado por la Dirección de Gestión Estratégica de la Calidad y
aprobado por la Directora de Gestión Estratégica de la Calidad; contenido en la Matriz de Revisión
Técnica No. CON-0272 de 28 de julio de 2026, se recomendó continuar con los trámites de
oficialización de la Primera Edición de la Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN ISO 21931-1,

Sostenibilidad en edificaciones y obras de ingeniería civil — Marco de referencia para métodos

de evaluación del rendimiento ambiental, social y económico de las obras de construcción como

base para la evaluación de la sostenibilidad — Parte 1: Edificaciones (ISO 21931-1:2022, IDT); 
  
Que, de conformidad con el último inciso del Artículo 8 de la Ley del Sistema Ecuatoriano de la
Calidad, el Ministerio de Industrias y Productividad es la Institución rectora del Sistema
Ecuatoriano de Calidad; de igual manera lo señala el literal f) del Artículo 17 de la Ley Ibídem que
establece: "En relación con el INEN, corresponde al Ministerio de Industrias y Productividad:

aprobar las propuesta de normas o reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la

conformidad, en el ámbito de su competencia (…)", en consecuencia es competente para aprobar y
oficializar con el carácter de VOLUNTARIA la Primera Edición de la Norma Técnica Ecuatoriana 
NTE INEN ISO 21931-1, Sostenibilidad en edificaciones y obras de ingeniería civil — Marco de

referencia para métodos de evaluación del rendimiento ambiental, social y económico de las

obras de construcción como base para la evaluación de la sostenibilidad — Parte 1:

Edificaciones (ISO 21931-1:2022, IDT) mediante su publicación en el Registro Oficial, a fin de
que exista un justo equilibrio de intereses entre proveedores y consumidores; 
  
Que, mediante Acuerdo Ministerial No. 11446 del 25 de noviembre de 2011, publicado en el
Registro Oficial No. 599 del 19 de diciembre de 2011, la Ministra de Industrias y Productividad
delega a la Subsecretaría de la Calidad la facultad de aprobar y oficializar las propuestas de normas
o reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad propuestos por el INEN
en el ámbito de su competencia de conformidad con lo previsto en la Ley del Sistema Ecuatoriano
de la Calidad y en su Reglamento General; 
  
Que, mediante Resolución del Comité Interministerial de la Calidad No. 003-2025-CIMC
publicada en el Registro Oficial Nº 84 de 18 de julio de 2025, se establece que “cuando un

Reglamento Técnico Ecuatoriano haga referencia expresa a una “normativa técnica vigente” o

utilice expresiones de similar significado, se entenderá que la norma técnica aplicable será aquella

que se encontraba en vigor a la fecha de oficialización del respectivo Reglamento Técnico
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Ecuatoriano, y que, Cuando un Reglamento Técnico Ecuatoriano establezca el cumplimiento de

una normativa técnica sin indicar expresamente su fecha de vigencia, se considerará aplicable

aquella que se encontraba vigente a la fecha de oficialización del reglamento”; y, 
  
En ejercicio de las facultades que le concede la Ley, 
  

RESUELVE:

  
ARTÍCULO 1.- Aprobar y oficializar con el carácter de VOLUNTARIA la Primera Edición de la
Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN ISO 21931-1, Sostenibilidad en edificaciones y obras de

ingeniería civil —Marco de referencia para métodos de evaluación del rendimiento ambiental,

social y económico de las obras de construcción como base para la evaluación de la

sostenibilidad — Parte 1: Edificaciones (ISO 21931-1:2022, IDT); que proporciona un marco
general para mejorar la calidad y la comparabilidad de los métodos de evaluación del rendimiento
ambiental, social y económico de las obras de construcción, y su combinación como una base para
la evaluación de la sostenibilidad de las edificaciones. Se identifica y describe los aspectos a tener
en cuenta en el desarrollo y uso de métodos de evaluación de las características, aspectos e
impactos ambientales, sociales y económicos de edificaciones nuevas o existentes. Estos se
relacionan con el diseño de la edificación, la producción de productos, materiales y componentes,
construcción, operación, mantenimiento, rehabilitación y los procesos de fin de vida útil. Este
documento es aplicable a la evaluación de la edificación (o parte de ella) y de las obras exteriores
dentro de su emplazamiento (predio). NOTA La evaluación de los aspectos ambientales, sociales y
económicos relacionados con la locación de la edificación, tales como esos resultados del transporte
de los usuarios, se puede extender más allá del área del emplazamiento de la edificación. Este
documento no establece puntos de referencia o niveles de rendimiento relacionados a los impactos
y aspectos ambientales, sociales y económicos. 
  
ARTÍCULO 2.- Esta Primera Edición de la Norma Técnica NTE INEN ISO 21931-1:2026,

entrará en vigencia desde la fecha de su publicación en el Registro Oficial. 
  
COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE en el Registro Oficial. 

 

Documento firmado electrónicamente

Sr. Eduardo Xavier Calderón Morales
SUBSECRETARIO DE CALIDAD 

jr/le
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MINISTERIO DE PRODUCCIÓN COMERCIO EXTERIOR E INVERSIONES

 

CONSIDERANDO:

Que, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 52 de la Constitución de la República del
Ecuador, “Las personas tienen derecho a disponer de bienes y servicios de óptima calidad y a

elegirlos con libertad, así como a una información precisa y no engañosa sobre su contenido y 

características”; 
 
Que, la Ley del Sistema Ecuatoriano de la Calidad establece: el Sistema Ecuatoriano de la Calidad,
tiene como objetivo establecer el marco jurídico destinado a: "i) Regular los principios, políticas y

entidades relacionados con las actividades vinculadas con la evaluación de la conformidad, que

facilite el cumplimiento de los compromisos internacionales en esta materia; ii) Garantizar el

cumplimiento de los derechos ciudadanos relacionados con la seguridad, la protección de la vida y

la salud humana, animal y vegetal, la preservación del medio ambiente, la protección del

consumidor contra prácticas engañosas y la corrección y sanción de estas prácticas; y, iii)

Promover e incentivar la cultura de la calidad y el mejoramiento de la competitividad en la

sociedad ecuatoriana.”; 
 
Que, el Artículo 2 del Decreto Ejecutivo No. 338, publicado en el Suplemento del Registro Oficial
No. 263 de 9 de junio de 2014 establece: "Sustitúyase las denominaciones del Instituto Ecuatoriano

de Normalización por Servicio Ecuatoriano de Normalización. (...)"; 
 
Que, por Decreto Ejecutivo No. 425 de 18 de junio de 2026, en su artículo 1 se dispone “Fusiónese

por absorción el Ministerio de Producción, Comercio Exterior e Inversiones y el Ministerio de

Agricultura, Ganadería y Pesca al Ministerio de Economía y Finanzas. Las entidades absorbidas

se integrarán a la estructura orgánica de esta Cartera de Estado, a través de los viceministerios

que se determinen con base en la necesidad institucional. Las competencias, atribuciones y

funciones que se asignen en virtud del presente Decreto se ejercerán garantizando la

desconcentración de los procesos para la adecuada gestión institucional”; 
 
Que, en la normativa ibidem el artículo 2 dispone “Una vez concluido el proceso de fusión por
absorción previsto en el presente Decreto Ejecutivo, el Ministerio de Economía y Finanzas pasará a
denominarse “Ministerio de Desarrollo Económico y Productivo”, entidad que asumirá todas las

competencias, atribuciones, funciones, representaciones, delegaciones, derechos y obligaciones

previstas en la Constitución, la ley, los decretos ejecutivos, reglamentos y demás normativa

vigente, que correspondían al Ministerio de Producción, Comercio Exterior e Inversiones y al

Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca”; 
 
Que, mediante Acuerdo Ministerial Nro. MPCEIP-MPCEIP-2023-0028-A, de 08 de junio de 2023,
publicado en el cuarto Suplemento Nº 332 del Registro Oficial, de 15 de junio de 2023, se expidió
el Tarifario de los Servicios que presta el Servicio Ecuatoriano de Normalización – INEN, y que en
su Disposición Derogatoria establece “Deróguese y déjese sin efecto todas las disposiciones de

igual o menor jerarquía que se contrapongan con el presente Acuerdo”; 
 
Que, el Servicio Ecuatoriano de Normalización, INEN, de acuerdo a las funciones determinadas en
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el literal b) del artículo 15, de la Ley del Sistema Ecuatoriano de la Calidad, que manifiesta: “b)

Formular, en sus áreas de competencia, luego de los análisis técnicos respectivos, las propuestas

de normas, reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad, los planes de

trabajo, así como las propuestas de las normas y procedimientos metrológicos;(...)”, ha formulado
la Enmienda 1 de la Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 1108:2020 Agua para consumo
humano. Requisitos; su elaboración ha seguido el trámite regular de conformidad a los
procedimientos e instructivos del INEN, y mediante Oficio Nro. INEN-INEN-2026-0206-OF,
solicita a la Subsecretaría de Calidad, proceda con los trámites pertinentes para su oficialización; 
 
Que, mediante Informe Técnico realizado por la Dirección de Gestión Estratégica de la Calidad y
aprobada por la Directora de Gestión Estratégica de la Calidad, contenido en la Matriz de Revisión
AFP-0334 de 29 de julio de 2026, se recomendó continuar con los trámites de oficialización de la
Enmienda 1 de la Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 1108:2020 Agua para consumo humano. 
Requisitos; 
 
Que, de conformidad con el último inciso del Articulo 8 de la Ley del Sistema Ecuatoriano de la
Calidad, el Ministerio de Industrias y Productividad es la institución rectora del Sistema
Ecuatoriano de la Calidad; de igual manera lo señala el literal f) del Artículo 17 de la Ley Ibídem
donde establece: “En relación con el INEN, corresponde al Ministerio de Industrias y

Productividad; aprobar las propuestas de normas o reglamentos técnicos y procedimientos de

evaluación de la conformidad, en el ámbito de su competencia (...)”, en consecuencia es
competente para aprobar y oficializar con el carácter de VOLUNTARIA, la Enmienda 1 de la
Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 1108:2020 Agua para consumo humano. Requisitos,
mediante su publicación en el Registro Oficial, a fin de que exista un justo equilibrio de intereses
entre proveedores y consumidores; 
 
Que, mediante Acuerdo Ministerial No. 11446 del 25 de noviembre de 2011, publicado en el
Registro Oficial No. 599 del 19 de diciembre de 2011, la Ministra de Industrias y Productividad
delega a la Subsecretaría de la Calidad la facultad de aprobar y oficializar las propuestas de normas
o reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad propuestos por el INEN,
en el ámbito de su competencia, de conformidad con lo previsto en la Ley del Sistema Ecuatoriano
de la Calidad y en su Reglamento General; 
 
Que, mediante Resolución del Comité Interministerial de la Calidad No. 003-2025-CIMC
publicada en el Registro Oficial Nº 84 de 18 de julio de 2025, se establece que “cuando un

Reglamento Técnico Ecuatoriano INEN haga referencia a una normativa, y que esta contenga la

palabra vigente, se tomarán en cuenta la o las normativas que estaban vigentes a la fecha de

oficialización del reglamento técnico, y que, cuando un Reglamento Técnico Ecuatoriano INEN

haga referencia a una normativa, y que esta no contenga una fecha de vigencia, se tomarán en

cuenta la o las normativas que estaban vigentes a la fecha de oficialización del reglamento 

técnico”; y, 
 
En ejercicio de las facultades que le concede la Ley, 

RESUELVE:

ARTÍCULO 1.- Aprobar y oficializar con el carácter de VOLUNTARIA la Enmienda 1 de la
Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 1108:2020 Agua para consumo humano. Requisitos. 
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ARTÍCULO 2.- Esta Enmienda 1:2026, a la Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 1108:2020,
entrará en vigencia desde la fecha de su publicación en el Registro Oficial. 
 
COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE en el Registro Oficial. 

 

Documento firmado electrónicamente

Sr. Eduardo Xavier Calderón Morales
SUBSECRETARIO DE CALIDAD 

as/le
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Resolución Nro. MREMH-VCI-2026-0001-R

Quito, D.M., 29 de julio de 2026

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES Y MOVILIDAD HUMANA

 

LA VICEMINISTRA DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL 
  

CONSIDERANDO:

  
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador señala: “Las

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores

públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente

las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. 

Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer

efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución;” 
 
Que, el artículo 227 de la Constitución establece que la administración pública constituye
un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad,
jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación,
transparencia y evaluación; 
 
Que, el artículo 261, numeral 2 de la Constitución confiere al Estado central
competencias exclusivas sobre las relaciones internacionales; 
 
Que, el artículo 147 numeral 10 de la Constitución señala como atribución de la
Presidenta o Presidente de la República “definir la política exterior, suscribir y ratificar
los tratados internacionales, nombrar y remover a embajadores y jefes de misión”; 
 
Que, el artículo 416 de la Constitución dispone que: las relaciones del Ecuador con la
comunidad internacional responderán a los intereses del pueblo ecuatoriano, al que le
rendirán cuenta sus responsables y ejecutores; proclama la independencia e igualdad
jurídica de los Estados, la convivencia pacífica y la autodeterminación de los pueblos, así
como la cooperación, la integración y la solidaridad (Art. 416.1);  reconoce al derecho
internacional como norma de conducta, y demanda la democratización de los organismos
internacionales y la equitativa participación de los Estados al interior de estos (Art. 416,
numeral 9); promueve la conformación de un orden global multipolar con la participación
activa de bloques económicos y políticos regionales, y el fortalecimiento de las relaciones
horizontales para la construcción de un mundo justo, democrático, solidario, diverso e
intercultural (Art. 416.10); impulsa prioritariamente la integración política, cultural y
económica de la región andina, de América del Sur y de Latinoamérica (Art. 416.11); 
 
Que, el artículo 2 de la Ley Orgánica del Servicio Exterior establece que el Ministro de
Relaciones Exteriores y Movilidad Humana es el Jefe directo del Servicio Exterior; 
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Que, el artículo 7 de la Ley Orgánica del Servicio Exterior determina: “El Ministro de

Relaciones Exteriores expedirá las normas, acuerdos y resoluciones del Ministerio, el de

las misiones diplomáticas y el de las oficinas consulares”; 
 
Que, el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador
establece: “A las ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones

establecidas en la ley, les corresponde: 1. Ejercer la rectoría de las políticas públicas del

área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su 

gestión”; 
 
Que, el artículo 76 de la Constitución de la República del Ecuador establece que: “En

todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se

asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas 

(…)” y en su numeral 1 menciona: “Corresponde a toda autoridad administrativa o

judicial, garantizar el cumplimiento de las normas y los derechos de las partes”; 
 
Que, el artículo 82 de la Constitución de la República, establece que: “El derecho a la

seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de

normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades 

competentes.”; 
 
Que, el artículo 416 de la Constitución de la República del Ecuador establece que: “Las

relaciones del Ecuador con la comunidad internacional responderán a los intereses del

pueblo ecuatoriano, al que le rendirán cuenta sus responsables y ejecutores y en

consecuencia (…) proclama la independencia e igualdad jurídica de los Estados, la

convivencia pacífica y la autodeterminación de los pueblos, así como la cooperación, la

integración y la solidaridad.” 
 
Que, el artículo 47 del Código Orgánico Administrativo establece: "Representación legal
de las administraciones públicas. La máxima autoridad administrativa de la
correspondiente entidad pública ejerce su representación para intervenir en todos los
actos, contratos y relaciones jurídicas sujetas a su competencia. Esta autoridad no
requiere delegación o autorización alguna de un órgano o entidad superior, salvo en los
casos expresamente previstos en la ley" 
 
Que, el artículo 49 del Código Orgánico Administrativo preceptúa: "Órgano
administrativo. El órgano administrativo es la unidad básica de organización de las
administraciones públicas (...)" 
 
Que, el artículo 65 del Código Orgánico Administrativo determina: "Competencia. La
competencia es la medida en la que la Constitución y la ley habilitan a un órgano para
obrar y cumplir sus fines, en razón de la materia, el territorio, el tiempo y el grado"; 
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Que, mediante Decreto Ejecutivo N° 1202, de 13 de octubre del 2016, publicado en el
Registro Oficial N° 876, de 8 de noviembre del 2016, se dispuso que el Ministerio de
Relaciones Exteriores y Movilidad Humana (MREMH) ejerza la rectoría, planificación,
regulación y gestión de la Cooperación Internacional, teniendo la atribución de suscribir,
registrar y realizar el seguimiento a los convenios, programas y proyectos de cooperación
internacional no reembolsable ejecutados por el sector público. 
 
Que, mediante Acuerdo Ministerial N° 0000034, de 21 de abril de 2026, se expidió la
reforma al Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional de Procesos del Ministerio de
Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, el cual establece su estructura organizacional
y define las competencias institucionales en materia de cooperación internacional. El
referido Estatuto señala en su sección 1.2.1.2, literal m), como una de las atribuciones del
Viceministerio de Cooperación Internacional “m) Suscribir resoluciones relativas a la

terminación de actividades de las Organizaciones no Gubernamentales Extranjeras”. 
 
Que, el precitado instrumento, Acuerdo Ministerial N° 0000034, de 21 de abril de 2026,
que, contiene la reforma al Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional de Procesos del
Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana en su sección 1.2.1.2.1.1,
numeral 16, establece que la Dirección de Cooperación No Gubernamental y Asistencia
Humanitaria, tiene el siguiente entregable: “informes técnicos y/o proyecto de resolución

de terminación de las actividades de las ONG Extranjeras en el Ecuador”.  
 
Que, el 25 de agosto de 2022 se suscribió un Convenio Básico de Funcionamiento (CBF)
entre la Organización No Gubernamental extranjera COUNTERPART
INTERNATIONAL, en adelante la “ONG” y el Gobierno de la República del Ecuador,
con una vigencia de 4 años; 
 
Que, el numeral 15.2 del precitado convenio, contempla como una de las causales de
terminación de este la solicitud expresa por parte de la ONG; 
 
Que, con Oficio s/n, de 21 de noviembre de 2025, recibido en el MREMH el mismo día,
la Representante Legal de la ONG, Fanny Alicia Arias Salgado, solicitó la terminación
del Convenio Básico de Funcionamiento y adjuntó: i) Informe de cierre con estrategia de
salida del país y anexos; ii) Certificados actualizados de cumplimiento de obligaciones
ante el Servicio de Rentas Internas (SRI), Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social
(IESS) y Unidad de Análisis Financiero y Económico (UAFE); iii) Actas de finiquito de
los convenios suscritos con los ejecutores; 
  
Que, con Memorando N° MREMH-DECI-2026-0001-M, de 9 de enero de 2026, la
Dirección de Evaluación de la Cooperación Internacional (DECI) comunicó el resultado
del proceso de evaluación del Convenio Básico de Funcionamiento, indicando que no
existe evidencia de incumplimiento de las obligaciones por parte de la ONG, y
recomendó continuar con el proceso de cierre respectivo; 
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Que,  con Memorando N° MREMH-SCI-2026-0439-M, de 5 de junio de 2026, la
Subsecretaría de Cooperación Interncional solicitó a la Dirección de Asesoría Jurídica y
Patrocinio en Derecho Nacional (DAJPDN) el criterio jurídico para la terminación
anticipada del CBF de la ONG, para lo cual anexó el informe técnico N°
IT-MREMH-2026-002-C, de 27 de mayo de 2026, el cual en su parte pertinente señala lo 
siguiente: “la Dirección de Cooperación No Gubernamental y Asistencia Humanitaria

considera pertinente, no tiene objeción técnica y RECOMIENDA continuar con el trámite

requerido para la terminación del Convenio Básico de Funcionamiento suscrito entre el

Gobierno del Ecuador y la ONG “COUNTERPART INTERNATIONAL, INC”, de fecha

25 de agosto de 2022, con una vigencia de cuatro años”. 
  
Que, con Memorando N° MREMH-DAJPDN-2026-0463-M, de 9 de julio de 2026, la
DAJPDN señaló que esa “(…) Unidad asesora considera jurídicamente viable la

terminación del Convenio Básico de Funcionamiento de la ONG “COUNTERPART

INTERNATIONAL, INC.” y el consiguiente cierre de actividades de cooperación no

reembolsable ejecutadas bajo dicho instrumento.” 
 
Que, con el fin de dar cumplimiento a las recomendaciones contenidas en los informes
técnicos y jurídicos mencionados en la presente Resolución, es procedente la terminación
anticipada del CBF de la ONG. 
 
Que, con Acción de Personal Nro. 2566 de 1 de octubre de 2025, el Ministro (a) de
Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, designa a la Arquitecta Angélica Arias
Benavides como Viceministra de Cooperación Internacional. 
 
En ejercicio de las atribuciones que le confieren los artículos 154 numeral 1 de la
Constitución de la República del Ecuador, artículo 7 de la Ley Orgánica del Servicio
Exterior y el Acuerdo Ministerial N° 0000034, de 21 de abril de 2026, “Estatuto Orgánico
de Gestión Organizacional de Procesos del Ministerio de Relaciones Exteriores y
Movilidad Humana”, sección 1.2.1.2.1.1, numeral 16. 

RESUELVE:

Artículo 1.- Dar por terminado de forma anticipada, a partir de la fecha de notificación de
la presente Resolución el Convenio Básico de Funcionamiento entre la Organización No
Gubernamental extranjera COUNTERPART INTERNATIONAL y el Gobierno de la
República del Ecuador, suscrito el 22 de agosto de 2022. 
 
Artículo 2.- DISPONER a la Dirección de Cooperación Internacional No Reembolsable
del Ministerio, o quien haga sus veces, proceda con el inicio de la fase de liquidación,
cierre del registro de intervenciones y la respectiva notificación formal, conforme con las
normas administrativas vigentes. 
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Artículo 3.- Dar a conocer el contenido de la presente Resolución a las siguientes 
entidades: 

1.  Ministerio de Gobierno; 
2.  Ministerio del Interior: 
3.  Ministerio del Trabajo; 
4.  Secretaría General de la Administración Pública, Planificación y Gabinete; 
5.  Superintendencia de Bancos; 
6.  Superintendencia de Economía Popular y Solidaria; 
7.  Servicio de Rentas Internas; 
8.  Servicio Nacional de Aduana del Ecuador; 
9.  Unidad de Análisis Financiero y Económico; 

10.  Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. - La presente Resolución entrará en vigor a partir de su suscripción, sin
perjuicio de su publicación en el Registro Oficial. De su ejecución encárguese a la
Dirección de Cooperación No Gubernamental y Asistencia Humanitaria. 
 
Segunda. - Encárguese a la Dirección de Gestión Documental y Archivo la gestión de
publicación de la presente Resolución en el Registro Oficial.

 
 
 

Mgs. Angélica Patricia Arias Benavides
VICEMINISTRA DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL 

mcfa/nmap/rovo
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Quito, 27 de julio de 2026

INSTITUTO DE CINE Y CREACIÓN AUDIOVISUAL

 

 RAFAEL BARRIGA DE LA TORRE 
DIRECTOR EJECUTIVO ENCARGADO 

 
CONSIDERANDO

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador dispone que las
instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y
las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán únicamente las
competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley; y tendrán el
deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y
ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución; 
 
Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador establece que la
administración pública constituye un servicio a la colectividad y se rige, entre otros, por los
principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización,
coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación; 
 
Que, el artículo 300 de la Constitución de la República del Ecuador dispone que el régimen
tributario se regirá por los principios de generalidad, progresividad, eficiencia, simplicidad
administrativa, irretroactividad, equidad, transparencia y suficiencia recaudatoria, y que la
política tributaria promoverá la redistribución y estimulará el empleo, la producción de bienes
y servicios y las conductas ecológicas, sociales y económicas responsables; 
 
Que, la Ley Orgánica de Cultura crea el Instituto de Cine y Creación Audiovisual como
entidad pública especializada, con personalidad jurídica de derecho público, encargada del
fomento, regulación y fortalecimiento del sector cinematográfico y audiovisual, de
conformidad con las competencias establecidas en dicha Ley; 
 
Que, el artículo innumerado agregado a continuación del artículo 74 de la Ley de Régimen
Tributario Interno reconoce el derecho de las sociedades que se dediquen exclusivamente a la
producción audiovisual, producción de videos musicales, telenovelas, series, miniseries,
reality shows, producciones televisivas o para plataformas de internet, o producciones
cinematográficas que efectúen sus rodajes en el Ecuador, a la devolución del cincuenta por
ciento (50%) del Impuesto al Valor Agregado (IVA) pagado en los gastos de desarrollo,
preproducción y postproducción relacionados directa y exclusivamente con la producción de
sus obras o productos, conforme a las condiciones previstas en la normativa aplicable; 
 
Que, mediante la Resolución No. NAC-DGERCGC19-00000036 de 23 de julio del 2019, el
Servicio de Rentas Internas estableció el procedimiento para la devolución del cincuenta por
ciento (50%) del Impuesto al Valor Agregado (IVA); 
 
Que, mediante Acuerdo Ministerial No. MCYP-MCYP-2021-0021-A de 05 de marzo de
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2021, el Ministerio de Cultura y Patrimonio delegó al entonces Instituto de Fomento a la
Creatividad y la Innovación, a través de su Director Ejecutivo, la emisión del Certificado de
Finalización de Obras y Productos Cinematográficos y Audiovisuales para efectos del
procedimiento de devolución del cincuenta por ciento (50%) del Impuesto al Valor Agregado
(IVA), estableciendo además las obligaciones derivadas del ejercicio de dicha delegación; 
 
Que, mediante Oficio Nro. MCYP-SEAI-2025-0302-O, de 9 de septiembre de 2025, la
Subsecretaría de Emprendimientos, Artes e Innovación del Ministerio de Cultura y Patrimonio
comunicó que, como consecuencia del proceso de transición institucional dispuesto mediante
Decreto Ejecutivo No. 812 y de la Resolución para la transición operativa entre el Instituto de
Fomento de las Artes, Innovación y Creatividades y el Instituto de Cine y Creación
Audiovisual, corresponde al Instituto de Cine y Creación Audiovisual continuar ejerciendo,
sin interrupción, el servicio de emisión de los Certificados de Finalización de Obras
Audiovisuales, conforme a las atribuciones y competencias que le corresponden; 
 
Que, mediante Resolución Nro. ICCA-DE-2025-0012-R, de 5 de octubre , el Instituto de Cine
y Creación Audiovisual expidió el Reglamento para la emisión de certificaciones
institucionales, incluyendo el procedimiento para la emisión del Certificado de Finalización de
Obras y Productos Cinematográficos y Audiovisuales para efectos de la devolución del
cincuenta por ciento (50%) del Impuesto al Valor Agregado (IVA); 
 
Que, mediante Memorando Nro. ICCA-DFORCA-2026-0037-M, de 18 de febrero de 2026, la
Dirección de Fortalecimiento Cinematográfico y Audiovisual presentó a la Dirección
Ejecutiva el análisis técnico de la aplicación del Reglamento para la emisión de certificaciones
institucionales, identificando la necesidad de fortalecer su coherencia normativa, claridad
procedimental y sustento técnico, así como de actualizar y especializar la regulación aplicable
a la emisión del Certificado de Finalización de Obras y Productos Cinematográficos y
Audiovisuales para efectos del procedimiento de devolución del cincuenta por ciento (50%)
del Impuesto al Valor Agregado (IVA); 
 
Que, el Instituto de Cine y Creación Audiovisual se encuentra ejecutando un proceso de
actualización y escisión de la normativa institucional en materia de certificaciones, con el
objeto de contar con reglamentos independientes, especializados y acordes con la normativa
vigente, fortaleciendo la seguridad jurídica, la simplificación administrativa y la adecuada
aplicación de las competencias institucionales; 
 
EN EJERCICIO de sus facultades legales y reglamentarias; 

RESUELVE:

Expedir el “REGLAMENTO PARA LA EMISIÓN DEL CERTIFICADO DE
FINALIZACIÓN DE OBRAS Y PRODUCTOS CINEMATOGRÁFICOS Y

AUDIOVISUALES PARA EFECTOS DE LA DEVOLUCIÓN DEL CINCUENTA POR
CIENTO (50%) DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO (IVA)”
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CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Objeto.- El presente Reglamento tiene por objeto regular el procedimiento para
la emisión del Certificado de Finalización de obras y productos cinematográficos y
audiovisuales, para efectos de la devolución del cincuenta por ciento (50%) del Impuesto al
Valor Agregado (IVA), de conformidad con la normativa tributaria vigente y la delegación
conferida al Instituto de Cine y Creación Audiovisual por el órgano rector de Cultura y 
Patrimonio. 
 
Artículo 2.- Ámbito de aplicación.- Las disposiciones del presente Reglamento son de
cumplimiento obligatorio para la Dirección de Fortalecimiento Cinematográfico y Audiovisual
o la unidad administrativa que haga sus veces y las demás unidades administrativas del
Instituto de Cine y Creación Audiovisual que intervengan en el procedimiento de emisión del
certificado, así como para las personas jurídicas que soliciten su otorgamiento. 
 
Artículo 3.- Naturaleza del certificado.- El Certificado de Finalización constituye un
documento administrativo de carácter técnico mediante el cual el Instituto de Cine y Creación
Audiovisual acredita la finalización de una obra o producto cinematográfico o audiovisual, o
de cualquiera de sus etapas de desarrollo, preproducción o postproducción, conforme a los
requisitos previstos en este Reglamento. 
 
La emisión del certificado no implica el reconocimiento del derecho a la devolución del
Impuesto al Valor Agregado (IVA), ni constituye pronunciamiento respecto de la procedencia
del beneficio tributario, la validez de comprobantes de venta, la determinación de valores, la
verificación de obligaciones tributarias o cualquier otra materia cuya competencia corresponda
al Servicio de Rentas Internas. 
 
Artículo 4.- Competencia delegada.- El Instituto de Cine y Creación Audiovisual ejercerá las
atribuciones previstas en el presente Reglamento únicamente en virtud de la delegación
conferida por el órgano rector de Cultura y Patrimonio, de conformidad con la normativa 
aplicable. 
 
La emisión del Certificado de Finalización estará supeditada a la vigencia de dicha 
delegación. 
 
Los certificados emitidos válidamente durante la vigencia de la delegación conservarán
plenamente sus efectos jurídicos, sin perjuicio de la terminación, modificación o revocatoria
posterior del acto de delegación. 
 
Artículo 5.- Competencia administrativa.- Corresponde a la Dirección de Fortalecimiento
Cinematográfico y Audiovisual o la unidad administrativa que haga sus veces, sustanciar el
procedimiento administrativo para la emisión del Certificado de Finalización, verificar el
cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente Reglamento, realizar la verificación
técnica de la solicitud, elaborar el informe técnico correspondiente y recomendar al Director
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Ejecutivo del Instituto de Cine y Creación Audiovisual la emisión o la negativa del Certificado
de Finalización, según corresponda. 
 
Artículo 6.- Definiciones.- Para efectos del presente Reglamento se entenderá por: 
 
a) Certificado de Finalización: Documento administrativo emitido por el ICCA mediante el
cual se acredita la finalización de una obra o producto cinematográfico o audiovisual, o de
cualquiera de sus etapas, para efectos de su presentación ante el Servicio de Rentas Internas. 
 
b) Desarrollo: Etapa destinada a la creación y estructuración inicial del proyecto audiovisual,
entendiéndose esta como las actividades relacionadas con la concepción, escritura,
estructuración o diseño inicial de la obra audiovisual, tales como la elaboración de sinopsis,
guion, escaleta, biblia de proyecto u otros documentos de naturaleza similar. 
 
c) Preproducción: Etapa destinada a la planificación integral de la ejecución de la obra o
producto audiovisual, que comprende la organización artística, técnica, logística, financiera y
administrativa necesaria para su realización. 
 
d) Postproducción: Etapa posterior al rodaje, que comprende los procesos de edición,
montaje, corrección de color, efectos visuales, sonorización, musicalización, mezcla,
masterización y demás actividades necesarias hasta obtener la versión final de la obra o
producto audiovisual. 
 
e) Obra o producto cinematográfico o audiovisual: Producción desarrollada por una
sociedad dedicada exclusivamente a las actividades previstas en la normativa tributaria
aplicable, susceptible de acceder al procedimiento de devolución del cincuenta por ciento
(50%) del Impuesto al Valor Agregado (IVA). 
 
f) Solicitante: Representante legal de la sociedad legitimada para solicitar la emisión del
Certificado de Finalización. 

CAPÍTULO II 
DE LAS CONDICIONES PARA LA EMISIÓN DEL CERTIFICADO DE 

FINALIZACIÓN

Artículo 7.- Finalidad del certificado.- El Certificado de Finalización de etapa, tiene como
finalidad acreditar, para efectos del procedimiento de devolución del cincuenta por ciento
(50%) del Impuesto al Valor Agregado (IVA), que una obra o producto cinematográfico o
audiovisual, o cualquiera de sus etapas de desarrollo, preproducción o postproducción, ha
concluido conforme a las condiciones previstas en el presente Reglamento. 
 
Artículo 8.- Alcance de la certificación.- El Certificado de Finalización de etapa podrá
emitirse respecto de: 
 
a) La culminación de la etapa de desarrollo; 
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b) La culminación de la etapa de preproducción; 
 
c) La culminación de la etapa de postproducción; o, 
 
d) La finalización integral de una obra, producto cinematográfico o audiovisual o, tratándose
de publicidad, de una campaña integrada por varias piezas audiovisuales derivadas de un
mismo proceso creativo y de producción. 
 
Cada solicitud deberá corresponder únicamente a una de las etapas o a la finalización integral
de la obra o producto. 
 
Cuando se trate de campañas publicitarias integradas por varias piezas audiovisuales derivadas
de un mismo proceso creativo, planificación y producción, el solicitante podrá presentar una
única solicitud para la emisión del Certificado de Finalización, siempre que las piezas
correspondan a una misma campaña y a la misma etapa cuya certificación se solicita. 
 
Artículo 9.- Condición para la emisión del certificado.- El Certificado de Finalización se
emitirá cuando el solicitante demuestre el cumplimiento de los requisitos establecidos en este
Reglamento y la Dirección de Fortalecimiento Cinematográfico y Audiovisual verifique
técnicamente que la etapa o la obra cuya certificación se solicita ha concluido. 
 
La verificación técnica se sustentará en la documentación presentada por el solicitante y en los
demás mecanismos de comprobación previstos en este Reglamento. 
 
Artículo 10.- Criterios de verificación técnica.- Para determinar la finalización de la etapa o
de la obra, la Dirección de Fortalecimiento Cinematográfico y Audiovisual verificará, según 
corresponda: 
 
a) La correspondencia entre la solicitud presentada y la etapa cuya certificación se requiere; 
 
b) La existencia y consistencia de la documentación de respaldo; 
 
c) La correspondencia entre los productos entregables y la etapa cuya culminación se acredita; 
 
d) La coherencia técnica de la información proporcionada; y, 
 
e) Los demás elementos objetivos que permitan determinar la efectiva culminación de la etapa
o de la obra. 
 
Artículo 11.- Alcance de la verificación técnica.- La verificación realizada por el Instituto de
Cine y Creación Audiovisual tendrá carácter exclusivamente técnico y administrativo, a nivel
de coherencia técnica del gasto audiovisual y no de validez contable o tributaria. 
 
En ningún caso comprenderá la validación de aspectos tributarios, contables, financieros o
relacionados con la procedencia del beneficio previsto en la normativa tributaria, cuya
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verificación corresponde a las autoridades competentes. 
 
Artículo 12.- Principios de verificación.- La verificación técnica se realizará con observancia
de los principios de legalidad, objetividad, buena fe, simplicidad administrativa, celeridad,
economía procesal y presunción de veracidad de la información presentada por el solicitante,
sin perjuicio de las facultades de la unidad administrativa competente podrá requerir
aclaraciones o información complementaria cuando la documentación presentada resulte
insuficiente para verificar el cumplimiento de estos criterios. 

CAPÍTULO III 
DE LOS REQUISITOS PARA LA EMISIÓN DEL CERTIFICADO

Artículo 13.- Requisitos generales.- Toda solicitud de emisión del Certificado de
Finalización deberá presentarse ante el Instituto de Cine y Creación Audiovisual e incluir,
como mínimo: 
 
a) Solicitud suscrita por el representante legal de la persona jurídica solicitante, en la que
consten la identificación de la obra o producto cinematográfico o audiovisual, su título
definitivo o provisional, según corresponda, y la etapa cuya certificación se requiere; 
 
b) Copia del nombramiento vigente del representante legal; 
 
c) Registro Único de Contribuyentes (RUC) de la persona jurídica solicitante, en el que conste
que desarrolla exclusivamente actividades relacionadas con la producción audiovisual,
producción de videos musicales, telenovelas, series, miniseries, reality shows, producciones
televisivas o para plataformas de internet, o producciones cinematográficas; 
 
d) Presupuesto desglosado con rubros generales correspondiente a la totalidad de la obra o de
la etapa cuya certificación se solicita, elaborado conforme al formato aprobado por el Instituto
de Cine y Creación Audiovisual; 
 
e) Documento que acredite la titularidad, cesión, licencia o cualquier otro instrumento jurídico
que faculte al solicitante para el ejercicio de los derechos patrimoniales sobre la obra o
producto cinematográfico o audiovisual, cuando corresponda; y, 
 
f) Los demás documentos específicos previstos para cada etapa en el presente Reglamento. 
 
Cuando por el tamaño, formato o características del archivo no sea posible incorporar el
producto audiovisual al expediente administrativo, el solicitante podrá presentar un enlace
electrónico que permita su visualización o descarga, garantizando su disponibilidad durante la
sustanciación del procedimiento. 
 
Artículo 14.- Acreditación de la finalización de la etapa.- La documentación presentada
deberá permitir verificar objetivamente que la etapa cuya certificación se solicita ha 
concluido. 
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Los documentos constituyen medios de verificación técnica y deberán guardar
correspondencia con la etapa cuya culminación se pretende acreditar. 
 
La Dirección de Fortalecimiento Cinematográfico y Audiovisual verificará la consistencia
entre la información presentada y los productos o entregables correspondientes a la etapa
objeto de certificación. 
 
Artículo 15.- Requisitos para la certificación de la etapa de desarrollo.- Para la emisión
del Certificado de Finalización de la etapa de desarrollo, el solicitante presentará, según
corresponda al proyecto: 
 
a) El producto final obtenido como resultado de la etapa de desarrollo, que podrá consistir,
según la naturaleza de la obra o producto cinematográfico o audiovisual, en un guion
definitivo, tratamiento, biblia, carpeta de proyecto, brief creativo, storyboard u otro
documento equivalente; 
 
b) Cronograma de ejecución del proyecto, en el que se identifiquen las fechas de inicio y
finalización de las etapas de desarrollo, preproducción y postproducción, así como el período
correspondiente a la etapa cuya certificación se solicita; y, 
 
c) Los demás documentos técnicos que permitan verificar la culminación de la etapa. 
 
Artículo 16.- Requisitos para la certificación de la etapa de preproducción.- Para la
emisión del Certificado de Finalización de la etapa de preproducción, el solicitante presentará
la documentación que permita verificar la planificación y ejecución de esta etapa, incluyendo,
cuando corresponda: 
 
a) Proyecto de producción, plan de producción, storyboard técnico, plan de rodaje u otro
documento equivalente; 
 
b) Cronograma de ejecución del proyecto, en el que se identifiquen las fechas de inicio y
finalización de las etapas de desarrollo, preproducción y postproducción, así como el período
correspondiente a la etapa cuya certificación se solicita; 
 
c) Evidencia documental de la contratación del personal artístico, técnico y operativo que
hubiere participado en la etapa; 
 
d) Los demás documentos técnicos necesarios para acreditar su culminación. 
 
Artículo 17.- Requisitos para la certificación de la etapa de postproducción.- Para la
emisión del Certificado de Finalización de la etapa de postproducción, el solicitante 
presentará: 
 
a) Enlace electrónico que permita la visualización de un fragmento de la obra o producto
cinematográfico o audiovisual, suficiente para verificar la culminación de la etapa de
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postproducción, el cual deberá mantenerse disponible durante toda la sustanciación del
procedimiento administrativo. 
 
b) Informe que describa las actividades ejecutadas durante la etapa; y, 
 
c) Los demás documentos que permitan verificar la conclusión de esta etapa. 
 
Artículo 18.- Requisitos para la certificación de la obra, producto cinematográfico o
audiovisual, o campaña publicitaria finalizada.- Cuando la solicitud tenga por objeto
certificar la finalización integral de la obra, producto cinematográfico o audiovisual o una
campaña publicitaria finalizada, el solicitante presentará: 
 
a) Enlace electrónico que permita la visualización de la versión íntegra de la obra o producto
cinematográfico o audiovisual o, cuando corresponda, de las piezas audiovisuales que integran
una misma campaña publicitaria, el cual deberá mantenerse activo y garantizar el acceso al
contenido durante toda la sustanciación del procedimiento administrativo. 
 
b) Ficha técnica de la obra, producto cinematográfico o audiovisual o documento equivalente,
según la naturaleza del proyecto. 
 
c) Créditos finales de la obra, cuando corresponda. 
 
d) Declaración juramentada suscrita por el representante legal en la que se indique que la obra
ha concluido y se encuentra terminada para los fines previstos en la normativa aplicable; y, 
 
e) Los demás documentos técnicos que permitan verificar la conclusión integral de la obra. 

CAPÍTULO IV 
DEL PROCEDIMIENTO PARA LA EMISIÓN DEL CERTIFICADO

Artículo 19.- Inicio del procedimiento.- El procedimiento para la emisión del Certificado de
Finalización iniciará a petición de parte, mediante la presentación de la solicitud y de la
documentación prevista en el presente Reglamento. 
 
Artículo 20.- Revisión de la solicitud.- Recibida la solicitud, la Dirección de Fortalecimiento
Cinematográfico y Audiovisual o la unidad administrativa que haga sus veces verificará el
cumplimiento de los requisitos generales y específicos establecidos en este Reglamento. 
 
Cuando la documentación presentada se encuentre incompleta, sea ilegible o no permita
verificar el cumplimiento de los requisitos, se requerirá al solicitante que subsane las
observaciones dentro del término de cinco (5) días, contados desde el día siguiente a su 
notificación. 
 
Si el solicitante no atendiere el requerimiento dentro del término concedido, se dispondrá el
archivo de la solicitud, sin perjuicio de que pueda presentar una nueva petición. 
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Artículo 21.- Verificación técnica.- Una vez verificado el cumplimiento de los requisitos
formales, la Dirección de Fortalecimiento Cinematográfico y Audiovisual realizará el análisis
técnico de la documentación presentada, con el objeto de determinar si la etapa o la obra cuya
certificación se solicita ha concluido. 
 
Para este efecto podrá: 
 
a) Analizar la documentación técnica presentada; 
 
b) Solicitar aclaraciones o documentación complementaria; 
 
c) Requerir la exhibición de los productos o entregables correspondientes; 
 
d) Realizar entrevistas o reuniones técnicas con el solicitante, cuando resulte necesario para
esclarecer aspectos relacionados con la solicitud. 
 
Artículo 22.- Informe técnico.- Concluida la verificación técnica y una vez que el expediente
administrativo se encuentre completo, la Dirección de Fortalecimiento Cinematográfico y
Audiovisual elaborará, dentro del término de siete (7) días, el informe técnico motivado que
contendrá, al menos la identificación del solicitante y de la obra o producto cinematográfico o
audiovisual; la etapa cuya certificación fue solicitada; la verificación de los requisitos y de los
elementos técnicos verificados; la determinación motivada sobre la finalización o no de la
etapa o de la obra; y, la recomendación de emitir o negar el Certificado de Finalización. 
 
El informe técnico favorable constituirá el sustento para la emisión del Certificado de
Finalización por parte del Director Ejecutivo del Instituto de Cine y Creación Audiovisual. 
 
Artículo 23.- Emisión del certificado.- Sobre la base del informe técnico favorable emitido
por la Dirección de Fortalecimiento Cinematográfico y Audiovisual, el Director Ejecutivo del
Instituto de Cine y Creación Audiovisual emitirá el Certificado de Finalización, en ejercicio de
la delegación conferida por el órgano rector de Cultura y Patrimonio. 
 
Artículo 24.- Negativa de emisión del certificado.- Cuando de la verificación técnica se
determine que no se han cumplido los requisitos establecidos en este Reglamento o no se haya
acreditado la finalización de la etapa o de la obra, el Director de Fortalecimiento
Cinematográfico y Audiovisual emitirá un informe técnico motivado recomendando negar la
emisión del certificado. 
 
Sobre la base de dicho informe, el Director Ejecutivo emitirá el acto administrativo
correspondiente, debidamente motivado, el cual será notificado al solicitante. 
 
Artículo 25.- Notificación.- El Certificado de Finalización o el acto administrativo mediante
el cual se niegue su emisión será notificado al solicitante conforme a las reglas previstas en el
Código Orgánico Administrativo. 
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El expediente administrativo permanecerá bajo custodia del Instituto de Cine y Creación
Audiovisual, sin perjuicio de las facultades de verificación y control que correspondan a las
autoridades competentes. 

CAPÍTULO V 
DEL CONTROL, SEGUIMIENTO Y CUSTODIA DE LA INFORMACIÓN

Artículo 26.- Custodia del expediente administrativo.- La Dirección de Fortalecimiento
Cinematográfico y Audiovisual o la unidad administrativa que haga sus veces, será
responsable de la conformación, conservación y custodia del expediente administrativo
correspondiente a cada solicitud de emisión del Certificado de Finalización, de conformidad
con la normativa vigente sobre gestión documental y archivo institucional. 
 
La documentación presentada por los solicitantes podrá ser utilizada exclusivamente para el
cumplimiento de las atribuciones previstas en este Reglamento y para atender los
requerimientos formulados por las autoridades competentes. 
 
Artículo 27.- Reporte al órgano rector.- El Director Ejecutivo del Instituto de Cine y
Creación Audiovisual remitirá al órgano rector de Cultura y Patrimonio la información
relacionada con los Certificados de Finalización emitidos, en los términos, periodicidad y
formatos establecidos en el instrumento de delegación o en las disposiciones que para el efecto
emita dicho órgano. 
  
Para el cumplimiento de esta obligación, la Dirección de Fortalecimiento Cinematográfico y
Audiovisual elaborará y pondrá en conocimiento del Director Ejecutivo el reporte
correspondiente, con la información consolidada de los certificados emitidos. 
 
Artículo 28.- Intercambio de información.- El Instituto de Cine y Creación Audiovisual
podrá proporcionar al Servicio de Rentas Internas y al órgano rector de Cultura y Patrimonio
la información relacionada con los Certificados de Finalización emitidos, cuando sea
requerida para el ejercicio de sus competencias legales o para la ejecución de mecanismos de
seguimiento, control o evaluación del beneficio tributario. 
 
El intercambio de información se realizará observando la normativa aplicable en materia de
protección de datos personales, acceso a la información pública y reserva de la información. 
 
Artículo 29.- Control posterior.- La emisión del Certificado de Finalización no limita las
facultades del Instituto de Cine y Creación Audiovisual para realizar verificaciones posteriores
respecto de la información presentada por el solicitante, ni las competencias de control que
correspondan al Servicio de Rentas Internas, al órgano rector de Cultura y Patrimonio o a
cualquier otra autoridad competente. 
 
Cuando como resultado del control posterior se evidencie que el certificado fue obtenido con
fundamento en información falsa, adulterada o presentada de manera fraudulenta, el Instituto
de Cine y Creación Audiovisual adoptará las acciones administrativas que correspondan y
pondrá los hechos en conocimiento de las autoridades competentes. 
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CAPÍTULO VI 
DE LOS EFECTOS DEL CERTIFICADO DE FINALIZACIÓN

Artículo 30.- Efectos del Certificado de Finalización.- El Certificado de Finalización
acredita, para efectos de la normativa aplicable, que la obra o producto cinematográfico o
audiovisual, o la etapa cuya certificación se solicita, ha concluido conforme a la verificación
técnica realizada por el Instituto de Cine y Creación Audiovisual. 
 
Su emisión no genera por sí misma el derecho a la devolución del cincuenta por ciento (50%)
del Impuesto al Valor Agregado (IVA), ni constituye pronunciamiento sobre la procedencia
del beneficio tributario, cuya verificación y resolución corresponde al Servicio de Rentas 
Internas. 
 
Artículo 31.- Utilización del certificado.- El Certificado de Finalización podrá ser presentado
por el solicitante ante el Servicio de Rentas Internas como uno de los documentos requeridos
dentro del procedimiento de devolución del cincuenta por ciento (50%) del Impuesto al Valor
Agregado (IVA), de conformidad con la normativa tributaria vigente. 
 
La utilización del certificado para fines distintos de aquellos previstos en la normativa
aplicable será de exclusiva responsabilidad del solicitante. 
 
Artículo 32.- Vigencia del certificado.- El Certificado de Finalización conservará su validez
mientras no sea dejado sin efecto mediante los mecanismos previstos en el ordenamiento 
jurídico. 
 
La emisión del certificado no impide el ejercicio de las facultades de control posterior del
Instituto de Cine y Creación Audiovisual ni de las competencias de verificación y control que
correspondan a las demás autoridades competentes. 

DISPOSICIONES GENERALES

PRIMERA.- La Dirección de Fortalecimiento Cinematográfico y Audiovisual elaborará,
aprobará y mantendrá actualizados los formularios, formatos, matrices y demás instrumentos
técnicos necesarios para la aplicación del presente Reglamento, los cuales estarán disponibles
en el portal institucional del Instituto de Cine y Creación Audiovisual. 
 
SEGUNDA.- Las referencias contenidas en el presente Reglamento al órgano rector de
Cultura y Patrimonio se entenderán efectuadas al órgano administrativo que ejerza dicha
competencia, conforme a la estructura orgánica de la Función Ejecutiva y la normativa
vigente. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA.- En el término de treinta (30) días contados a partir de la entrada en vigencia del
presente Reglamento, la Dirección de Fortalecimiento Cinematográfico y Audiovisual
aprobará los formularios, formatos y demás instrumentos técnicos necesarios para su 
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aplicación. 
 
SEGUNDA.- Los procedimientos administrativos iniciados con anterioridad a la entrada en
vigencia del presente Reglamento continuarán sustanciándose conforme a la normativa
vigente al momento de la presentación de la solicitud, salvo que el solicitante manifieste
expresamente su voluntad de acogerse a las disposiciones del presente Reglamento, siempre
que ello no afecte derechos de terceros ni contravenga la normativa tributaria aplicable. 
 
TERCERA.- En el término de quince (15) días contados a partir de la entrada en vigencia del
presente Reglamento, la Unidad de Comunicación Social actualizará el contenido informativo
del portal institucional relacionado con el procedimiento para la emisión del Certificado de
Finalización y pondrá a disposición de los usuarios los formatos aprobados para su 
tramitación. 
 
CUARTA.- Hasta la derogatoria total de la Resolución Nro. ICCA-DE-2025-0012-R de 05 de
octubre de 2025, las disposiciones del presente Reglamento prevalecerán respecto del
procedimiento previsto en dicho instrumento respecto a la emisión del Certificado de
Finalización de Obras y Productos Cinematográficos y Audiovisuales para efectos de la
devolución del cincuenta por ciento (50%) del Impuesto al Valor Agregado (IVA). 

DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA.- Encárguese a la Dirección de Fortalecimiento Cinematográfico y Audiovisual o la
unidad administrativa que haga sus veces, la ejecución del presente Reglamento, sin perjuicio
de las atribuciones que correspondan al Director Ejecutivo del Instituto de Cine y Creación
Audiovisual en virtud de la delegación conferida por el órgano rector de Cultura y 
Patrimonio. 
 
La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su
publicación en el Registro Oficial. 

 

Documento firmado electrónicamente

Sr. Rafael Barriga de la Torre
DIRECTOR EJECUTIVO (E) 
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RESOLUCIÓN Nro. SB-2026-2377 
 

ROBERTO JOSÉ ROMERO VON BUCHWALD 
SUPERINTENDENTE DE BANCOS 

 
 

CONSIDERANDO: 
 
Que el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador, señala: “El derecho a la 
seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas 
jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes.”; 
 
Que el artículo 213 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que: “Las 
superintendencias son organismos técnicos de vigilancia, auditoría, intervención y control de las 
actividades económicas, sociales y ambientales, y de los servicios que prestan las entidades 
públicas y privadas, con el propósito de que estas actividades y servicios se sujeten al 
ordenamiento jurídico y atiendan al interés general. Las superintendencias actuarán de oficio o por 
requerimiento ciudadano. Las facultades específicas de las superintendencias y las áreas que 
requieran del control, auditoría y vigilancia de cada una de ellas se determinarán de acuerdo con 
la ley. (…)”; 
 
Que el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que: “Las instituciones 
del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas 
que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades 
que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el 
cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 
Constitución.”; 
 
Que artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que: “La administración 
pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, 
calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, 
transparencia y evaluación”; 
 
Que el artículo 308 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que: “Las actividades 
financieras son un servicio de orden público, y podrán ejercerse, previa autorización del Estado, 
de acuerdo con la ley; tendrán la finalidad fundamental de preservar los depósitos y atender los 
requerimientos de financiamiento para la consecución de los objetivos de desarrollo del país. Las 
actividades financieras intermediarán de forma eficiente los recursos captados para fortalecer la 
inversión productiva nacional, y el consumo social y ambientalmente responsable. 
 
El Estado fomentará el acceso a los servicios financieros y a la democratización del crédito. Se 
prohíben las prácticas colusorias, el anatocismo y la usura.  
 
La regulación y el control del sector financiero privado no trasladarán la responsabilidad de la 
solvencia bancaria ni supondrán garantía alguna del Estado. Las administradoras y 
administradores de las instituciones financieras y quienes controlen su capital serán responsables 
de su solvencia. Se prohíbe el congelamiento o la retención arbitraria o generalizada de los fondos 
o depósitos en las instituciones financieras públicas o privadas.”;  
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Que el artículo 309 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que: “El sistema 
financiero nacional se compone de los sectores público, privado, y del popular y solidario, que 
intermedian recursos del público. Cada uno de estos sectores contará con normas y entidades de 
control específicas y diferenciadas, que se encargarán de preservar su seguridad, estabilidad, 
transparencia y solidez. Estas entidades serán autónomas. Los directivos de las entidades de 
control serán responsables administrativa, civil y penalmente por sus decisiones”; 
 
Que el artículo 14 del Código Orgánico Monetario y Financiero, dispone: “Corresponde a la Junta 
de Política y Regulación Financiera lo siguiente: (…) 2. Emitir las regulaciones que permitan 
mantener la integralidad, solidez, sostenibilidad y estabilidad de los sistemas financiero nacional, 
de valores, seguros y servicios de atención integral de salud prepagada en atención a lo previsto 
en el artículo 309 de la Constitución de la República del Ecuador; (…) Para el cumplimiento de 
estas funciones, la Junta de Política y Regulación Financiera expedirá las normas en las materias 
propias de su competencia, sin que puedan alterar las disposiciones legales. La Junta de Política 
y Regulación Financiera podrá emitir normativa por segmentos, actividades económicas y otros 
criterios. (…)”; 
 
Que el artículo 14.1 del Código Orgánico Monetario y Financiero, dispone: “Funciones. Para el 
desempeño de sus funciones, la Junta de Política y Regulación Financiera tiene que cumplir los 
siguientes deberes y ejercer las siguientes facultades: 
 
3. Evaluar los riesgos a la estabilidad financiera y emitir regulaciones macroprudenciales dentro 
del ámbito de su competencia, en consulta con la Junta de Política y Regulación Monetaria, sin 
perjuicio de su independencia;(…)  
 
7. Emitir el marco regulatorio prudencial al que deben sujetarse las entidades financieras, de 
valores, seguros y servicios de atención integral de salud prepagada, marco que deberá ser 
coherente, no dar lugar a arbitraje regulatorio. (…)  
 
9. Emitir el marco regulatorio no prudencial para todas las entidades financieras, de valores, 
seguros y servicios de atención integral (…)  
 
15. Establecer, en el marco de sus competencias, cualquier medida que coadyuve a:  
 
a. Prevenir y procurar erradicar prácticas fraudulentas y prohibidas, incluidos el lavado de activos 
y el financiamiento de delitos como el terrorismo, considerando los estándares internacionales 
vigentes y aplicables;  
 
17. Dictar las normas que regulan los seguros y reaseguros; (…)  
 
25. Aplicar las disposiciones de este Código y resolver los casos no previstos en el mismo, en el 
ámbito de su competencia; y, (…)  
 
27. Ejercer las demás funciones, deberes y facultades que le asigne este Código y la ley (…)” 
(énfasis agregado) (…)  
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Todas las normas y políticas que expida la Junta de Política y Regulación Financiera en el ejercicio 
de sus funciones, deberes y facultades deberán estar respaldadas en informes técnicos 
debidamente fundamentados y argumentados.”; 
 
Que el artículo 59 del Código Orgánico Monetario y Financiero, dispone: “Naturaleza. La 
Superintendencia de Bancos es un organismo técnico de derecho público, con personalidad 
jurídica, parte de la Función de Transparencia y Control Social, con autonomía administrativa, 
financiera, presupuestaria y organizativa, cuya organización y funciones están determinadas en la 
Constitución de la República y la ley.”; 
 
Que el artículo 60 del Código Orgánico Monetario y Financiero, dispone: “Finalidad. La 
Superintendencia de Bancos tiene como finalidad velar por la estabilidad, solidez, solvencia y 
seguridad de los sectores financieros público y privado nacional y de las entidades que lo 
conforman. Para ello, efectuará la vigilancia, auditoría, intervención, control y supervisión de las 
actividades financieras que ejercen las entidades del sistema financiero nacional, con el propósito 
de que estas actividades atiendan al interés general, se sujeten al ordenamiento jurídico, y de 
evitar, prevenir y desincentivar prácticas fraudulentas y prohibidas con el fin de proteger los 
derechos de los usuarios y/o clientes del sistema financiero nacional.”; 
 
Que los numerales, 1, 7, 30 y último inciso del artículo 62 del Código Orgánico Monetario y 
Financiero, disponen:  
 
“Son funciones de la Superintendencia de Bancos las siguientes: 
 
1. Ejercer la vigilancia, auditoría, control y supervisión del cumplimiento de las disposiciones de 
este Código y de las regulaciones dictadas por la Junta de Política y Regulación Financiera y 
Monetaria, en lo que corresponde a las actividades financieras ejercidas por las entidades que 
conforman los sectores financieros público y privado;  
 
(…) 
 
7. Velar por la estabilidad, solidez y correcto funcionamiento de las entidades sujetas a su control 
y, en general, vigilar que cumplan las normas que rigen su funcionamiento, las actividades 
financieras que presten, mediante la supervisión permanente preventiva extra situ y visitas de 
inspección in situ, sin restricción alguna, de acuerdo a las mejores prácticas, que permitan 
determinar la situación económica y financiera de las entidades, el manejo de sus negocios, 
evaluar la calidad y control de la gestión de riesgo y verificar la veracidad de la información que 
generan. 
 
(…)  

 
30. Disponer a las entidades controladas que realicen estrictos controles sobre los servicios que 
brinden a través de la banca electrónica y demás canales electrónicos, e implementen las 
seguridades adecuadas y suficientes para precautelar los recursos de los usuarios y/o clientes. 

  
(…) 
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La Superintendencia de Bancos, para el cumplimiento de sus funciones, podrá expedir todos los 
actos y contratos que fueren necesarios. Asimismo, podrá expedir las normas en las materias 
propias de su competencia, sin que puedan alterar o innovar las disposiciones legales ni las 
regulaciones que expida la Junta de Política y Regulación Financiera y Monetaria.”; 
 
Que el último inciso del artículo 62 del Código Orgánico Monetario y Financiero, dispone: 
“Funciones. La Superintendencia de Bancos tiene las siguientes funciones: 
(…) 
 
La superintendencia, para el cumplimiento de estas funciones, podrá expedir todos los actos y 
contratos que fueren necesarios. Asimismo, podrá expedir las normas en las materias propias de 
su competencia, sin que puedan alterar o innovar las disposiciones legales ni las regulaciones que 
expida la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera.”; 
 
Que el artículo 243 del Código Orgánico Monetario y Financiero, dispone: “Lavado de activos y 
financiamiento de delitos como el terrorismo. Las infracciones sobre lavado de activos y 
financiamiento de delitos como el terrorismo se sancionarán de conformidad con las disposiciones 
del Código Orgánico Integral Penal y la Ley de Prevención, Detección y Erradicación del Delito de 
Lavado de Activos y Financiamiento de Delitos.”; 
 
Que el artículo 244 del Código Orgánico Monetario y Financiero, dispone: “Las entidades del 
sistema financiero nacional tienen la obligación de establecer sistemas de control interno para la 
prevención de delitos, incluidos el lavado de activos y el financiamiento de delitos como el 
terrorismo, en todas las operaciones financieras”; 
 
Que el artículo 274 del Código Orgánico Monetario y Financiero, dispone: “Delitos. En cualquier 
momento, cuando los organismos de control del Sistema Financiero Nacional, en el ejercicio de 
sus funciones de control, tengan conocimiento de la perpetración de un delito relacionado con las 
actividades financieras, incluido el lavado de activos y financiamiento de delitos como el terrorismo, 
estarán obligados a denunciar de estos hechos (…) El ejercicio de la acción penal será 
independiente de las sanciones civiles y administrativas.”; 
 
Que el artículo 1 de la Ley de Prevención, Detección y Combate del Delito de Lavado de Activos 
y de la Financiación de Otros Delitos, dispone: “Objeto. Esta Ley tiene por objeto prevenir, detectar 
y combatir el delito de lavado de activos, sus delitos precedentes, el delito de la financiación del 
terrorismo y la financiación de la proliferación de armas de destrucción masiva”; 
 
Que artículo 2 de la Ley de Prevención, Detección y Combate del Delito de Lavado de Activos y 
de la Financiación de Otros Delitos, dispone: “Finalidad. Esta Ley tiene por finalidad instaurar la 
organización institucional y establecer procedimientos de prevención, detección y combate del 
delito de lavado de activos, sus delitos precedentes, el delito de la financiación del terrorismo y de 
la financiación de la proliferación de armas de destrucción masiva”; 
 
Que el artículo 5 de la Ley de Prevención, Detección y Combate del Delito de Lavado de Activos 
y de la Financiación de Otros Delitos, dispone: “Rectoría. - La Junta de Política y Regulación 
Financiera ejerce la rectoría en materia de prevención del delito de lavado de activos y de la 
financiación de otros delitos, conforme la competencia establecida en la Constitución y la ley de 
emitir las políticas públicas, la regulación y supervisión crediticia, financiera, de seguros, valores y 
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servicios de salud prepagada, para la prevención del delito de lavado de activos y la financiación 
de otros delitos”; 
 
Que el artículo 6 de la Ley de Prevención, Detección y Combate del Delito de Lavado de Activos 
y de la Financiación de Otros Delitos, dispone: “Atribuciones de la Junta de Política y Regulación 
Financiera.- Además de las competencias establecidas en el artículo anterior, tiene las siguientes 
atribuciones: a. Diseñar y aprobar políticas, normas y planes de prevención y control del delito de 
lavado de activos y de la financiación de otros delitos; b. Emitir y aplicar medidas preventivas 
contra el delito de lavado de activos en los sectores de la actividad económica y financiera de su 
competencia; c. Absolver las consultas que la o el Director General de la Unidad de Análisis 
Financiero y Económico, estimare necesario someter a su consideración; y, d. Requerir de los 
organismos de control la presentación, de forma periódica o cuando la Junta de Política y 
Regulación Financiera lo requiera, informes sobre la situación de las entidades o áreas a su cargo, 
así como análisis e informes respecto de la prevención del delito de lavado de activos, sus delitos 
precedentes, la financiación del terrorismo y la financiación de la proliferación de armas de 
destrucción masiva.”; 
 
Que el artículo 26 de la Ley de Prevención, Detección y Combate del Delito de Lavado de Activos 
y de la Financiación de Otros Delitos, dispone: “Sujetos obligados. Los sujetos obligados 
constituyen el primer control en la prevención del delito de lavado de activos, la financiación del 
terrorismo y la financiación de la proliferación de armas de destrucción masiva. Por lo tanto, deben 
aplicar un enfoque basado en riesgo para realizar el perfilamiento de sus clientes, determinar el 
origen de los fondos que involucre el análisis patrimonial respectivo y todas las demás acciones, 
reportes y obligaciones establecidas en la presente Ley, su reglamento y demás normativa 
pertinente. 
 
Los sujetos obligados se clasifican en sujetos obligados financieros, sujetos obligados no 
financieros, y en proveedores de servicios de activos virtuales.”; 
 
Que el artículo 27 de la Ley de Prevención, Detección y Combate del Delito de Lavado de Activos 
y de la Financiación de Otros Delitos, dispone: “Sujetos obligados financieros. Se consideran 
sujetos obligados financieros los siguientes:  
 
1. Sector financiero:  
a. Público: Bancos y Corporaciones.  
b. Privado:  
i. Bancos múltiples y Bancos especializados.  
ii. Servicios financieros: Los servicios financieros: almacenes generales de depósito, casas de 
cambio y corporaciones de desarrollo de mercado secundario de hipotecas; y,  
iii. Las administradoras de tarjetas de crédito.  
iv. Las empresas dedicadas al servicio de transporte nacional e internacional de dinero.  
 
2. Sector financiero popular y solidario:  
a. Cooperativas de ahorro y crédito.  
b. Cajas centrales.  
c. Cajas y bancos comunales y cajas de ahorro.  
d. Las mutualistas de ahorro y crédito para la vivienda.  
e. Las administradoras de tarjetas de crédito. 
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3. Las siguientes entidades del sistema de seguros que suscriben o colocan seguros de vida o 
seguros relacionados con la inversión:  
a. Las empresas que realicen operaciones de seguros.  
b. Las compañías de reaseguros.  
c. Los intermediarios de reaseguros.  
d. Los asesores productores de seguros.  
 
4. Las entidades no financieras que concedan créditos sobre los límites establecidos por la Junta 
de Política y Regulación Financiera.  
5. Las entidades que participen del Sistema Nacional de Pagos.  
6. Las entidades que ofrecen servicios de arrendamiento financiero o leasing financiero.  
7. Las personas naturales y jurídicas que proveen servicios de transferencia nacional o 
internacional de dinero, valores o remesas de dinero.  
8. Las empresas dedicadas al cambio de divisas tanto del sector financiero, público, privado como 
del popular y solidario.  
9. Bolsas y casas de valores.  
10. Las administradoras de fondos y fideicomisos.  
11. Las compañías y empresas que prestan el servicio de factoring de acuerdo con el riesgo de 
las operaciones y servicios que establezca la Unidad de Análisis Financiero y Económico mediante 
resolución.”; 
 
Que el artículo 65 de la Ley de Prevención, Detección y Combate del Delito de Lavado de Activos 
y de la Financiación de Otros Delitos, dispone: “Competencia de las entidades de control y 
supervisión. - Las entidades que efectúen el control y supervisión del cumplimiento por parte de 
los sujetos obligados a implementar las medidas preventivas definidas en esta Ley son las 
siguientes:  
 
Superintendencia de Bancos:  
a. Público: Bancos y Corporaciones.  
b. Privado:  
i. Bancos múltiples y Bancos especializados.  
ii. Servicios financieros: almacenes generales de depósito, casas de cambio y corporaciones de 
desarrollo de mercado secundario de hipotecas; y,  
iii. Las administradoras de tarjetas de crédito.  
c. Las empresas dedicadas al cambio de divisas del sector financiero público, privado y del popular 
y solidario;  
d. Las entidades que participen del Sistema Nacional de Pagos;  
e. Las empresas dedicadas al servicio de transporte nacional e internacional de dinero;  
f. Los Proveedores de Servicios de Activos Virtuales.”; 
 
Que el artículo 1 del Reglamento General a la Ley Orgánica de Prevención, Detección y Combate 
del Delito de Lavado de Activos y de la Financiación de Otros Delitos, dispone: “Objeto. - La 
presente norma tiene como objeto regular y establecer los procesos, procedimientos, mecanismos 
y metodologías de detección, prevención, mitigación y administración del riesgo de lavado de 
activos y financiación de otros delitos, los cuales deberán observar los sujetos obligados 
financieros conforme el ordenamiento jurídico vigente.”; 
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Que el artículo 2 del Reglamento General a la Ley Orgánica de Prevención, Detección y Combate 
del Delito de Lavado de Activos y de la Financiación de Otros Delitos, dispone: “Ámbito de 
aplicación. - La presente norma será aplicable para todos los sujetos obligados financieros 
determinados en la Ley Orgánica de Prevención, Detección y Combate del Delito de Lavado de 
Activos y de la Financiación de Otros Delitos y por la Unidad de Análisis Financiero y Económico.”; 
 
Que el artículo 3 del Reglamento General a la Ley Orgánica de Prevención, Detección y Combate 
del Delito de Lavado de Activos y de la Financiación de Otros Delitos, dispone: “Responsabilidad 
de los sujetos obligados financieros. - Los sujetos obligados financieros deben detectar, prevenir, 
mitigar y administrar los riesgos asociados al delito de lavado de activos, la financiación del 
terrorismo y la proliferación de armas de destrucción masiva, de conformidad con lo establecido 
en la presente norma. Las medidas de detección, prevención y mitigación se aplicarán en la 
realización de sus actividades, así como a todo producto o servicio ofertado independientemente 
si la transacción se realiza o no.”; 
 
Que el artículo 1 de la Resolución Nro. JPRFM-2026-023-T emitida por La Junta de Política y 
Regulación Financiera y Monetaria, dispone: “Objeto. - La presente norma tiene como objeto 
regular y establecer los procesos, procedimientos, mecanismos y metodologías de detección, 
prevención, mitigación y administración del riesgo de lavado de activos y financiación de otros 
delitos, los cuales deberán observar los sujetos obligados financieros conforme el ordenamiento 
jurídico vigente.”; 
 
Que el artículo 2 de la Resolución Nro. JPRFM-2026-023-T emitida por La Junta de Política y 
Regulación Financiera y Monetaria, dispone: “Ámbito de aplicación. - La presente norma será 
aplicable para todos los sujetos obligados financieros determinados en la Ley Orgánica de 
Prevención, Detección y Combate del Delito de Lavado de Activos y de la Financiación de Otros 
Delitos y por la Unidad de Análisis Financiero y Económico.”; 
 
Que el artículo 3 de la Resolución Nro. JPRFM-2026-023-T emitida por la Junta de Política y 
Regulación Financiera y Monetaria, dispone: “Responsabilidad de los sujetos obligados 
financieros. - Los sujetos obligados financieros deben detectar, prevenir, mitigar y administrar los 
riesgos asociados al delito de lavado de activos, la financiación del terrorismo y la proliferación de 
armas de destrucción masiva, de conformidad con lo establecido en la presente norma.  
 
Las medidas de detección, prevención y mitigación se aplicarán en la realización de sus 
actividades, así como a todo producto o servicio ofertado independientemente si la transacción se 
realiza o no.”; 
 
Que mediante memorando Nro. SB-INRE-2026-0594-M de 28 de julio de 2026, la Intendencia 
Nacional de Riesgos y Estudios remitió el Informe Técnico a la Intendencia Nacional Jurídica que 
contiene la propuesta de reforma del Capítulo VI “Norma de Control para la Prevención y 
Administración del Riesgo de Lavado de Activos y la Financiación de Otros Delitos (PARLAFD).”, 
Título IX, Libro I de la Codificación de las Normas de la Superintendencia de Bancos; 
 
Que mediante memorando Nro. SB-INJ-2026-0799-M de 28 de julio de 2026, la Intendencia 
Nacional Jurídica, emite el informe jurídico con criterio favorable para la propuesta de reforma del 
Capítulo VI “Norma de Control para la Prevención y Administración del Riesgo de Lavado de 
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Activos y la Financiación de Otros Delitos (PARLAFD).”, Título IX, Libro I de la Codificación de las 
Normas de la Superintendencia de Bancos; 
 
Que los miembros del Comité Normativo de la Superintendencia de Bancos, mediante acta Nro. 
SB-CN-2026-07 de 29 de julio de 2026, manifestaron que, en virtud de los votos razonados 
emitidos en el segundo punto del orden del día de la sesión extraordinaria 07-2026, la propuesta 
de reforma normativa fue aprobada por unanimidad; 
 
Que con memorando Nro. SB-IG-2026-0284-M de 29 de julio de 2026, el Intendente General, 
informó al Superintendente de Bancos, que el Comité Normativo, en sesión de 29 de julio de 
2026,  aprobó por unanimidad de sus miembros permanentes las propuestas normativas cuyos 
votos fueron debidamente expresados y fundamentados conforme consta en los registros 
respectivos y en el acta de sesión levantada para el efecto, adjuntando los expedientes íntegros 
para su consideración, entre ellos, la propuesta de reforma del Capítulo VI “Norma de Control para 
la Prevención y Administración del Riesgo de Lavado de Activos y la Financiación de Otros Delitos 
(PARLAFD).”, Título IX, Libro I de la Codificación de las Normas de la Superintendencia de Bancos; 
 
Que mediante Acción de Personal Nro. 0046 de 28 de enero de 2025, se me designó 
Superintendente de Bancos; y, por ende, máxima autoridad de este Organismo de Control; y, 
 
En ejercicio de las atribuciones constitucionales y legales conferidas en el Código Orgánico 
Monetario y Financiero; y la Codificación de Resoluciones Monetarias, Financieras, de Valores y 
Seguros.  
 

RESUELVE: 
 
 
ARTÍCULO ÚNICO.- Reformar el Capítulo VI “Norma de Control para la Prevención y 
Administración del Riesgo de Lavado de Activos y la Financiación de Otros Delitos (PARLAFD).”, 
Título IX, Libro I de la Codificación de las Normas de la Superintendencia de Bancos", en los 
términos siguientes: 
 
1.- En el artículo 3 sustitúyase del numeral 3.1 al 3.64 por los siguientes: 
 

“3.1. Actividades de alto riesgo.- Son aquellas actividades que por sus características 
particulares representan un mayor riesgo para las entidades controladas de ser utilizadas en el 
cometimiento de los delitos como el lavado de activos y la financiación de otros delitos. 

3.2. Alta gerencia.- Se refiere al funcionario, empleados u órganos colegiados de dirección que 
poseen un nivel de autoridad y jerarquía suficiente dentro de la estructura organizacional del 
sujeto obligado financiero para tomar decisiones estratégicas que afecten su exposición a los 
riesgos de lavado de activos y la financiación de otros delitos. 

Esta condición no depende exclusivamente de una denominación de cargo, sino de la función 
efectiva de autoridad, la cual incluye, de manera no limitativa, las siguientes facultades y 
responsabilidades aprobación de riesgos, asignación de recursos, gobierno y rendición de 
cuentas. 
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Para los efectos de esta norma, también se considerará a los miembros del Directorio, el Oficial 
de Cumplimiento y el Representante Legal como alta gerencia de la entidad. 

3.3. Apetito de riesgo.- El apetito al riesgo es el nivel de exposición al riesgo de lavado de 
activos y la financiación de otros delitos que está dispuesto a asumir, aceptar o tolerar en el 
desarrollo de sus operaciones con la finalidad de alcanzar sus objetivos estratégicos (nivel ideal 
u óptimo aceptable de riesgo). Debe ser parte del marco de apetito al riesgo (MAR) institucional, 
e incluir las políticas, metodologías, procedimientos, controles y límites a partir de los cuales 
establece, comunica y monitorea el apetito por el riesgo de lavado de activos y la financiación de 
otros delitos. 
 
3.4. Apoderado.- Es la persona legalmente facultada para actuar a nombre de otra en los 
ámbitos que se acuerden por ambas partes, por medio de un contrato de representación o 
mandato. Las actuaciones del apoderado se consideran responsabilidad del titular o poderdante, 
salvo que el mandatario exceda las atribuciones del contrato de representación. 

3.5. Banco pantalla.- Entidad que realiza actividades de intermediación financiera mediante la 
gestión de flujos y riesgos, sin contar con autorización ni encontrarse regulada y supervisada en el 
país o en el extranjero.  
 
3.6. Beneficiario final.- Se refiere a la(s) persona(s) natural(es) que finalmente posee(n) o 
controla(n) a un cliente y/o la persona natural en cuyo nombre se realiza una transacción o se 
beneficia de ella, directa o indirectamente. Incluye también a la(s) persona(s) natural(es) que 
ejercen, directa o indirectamente, el control efectivo final sobre una persona jurídica, fideicomiso u 
otra estructura jurídica. Solo una persona natural puede ser beneficiario final y más de una persona 
natural puede ser beneficiario final de una determinada persona o estructura jurídica. 

Para los efectos de esta norma, se entenderá por beneficiario final los siguientes:  
 
3.6.1. La(s) persona(s) natural(es) a cuyo nombre se establece una relación comercial. 

3.6.2. Toda persona natural que en última instancia posea o controle directa o indirectamente, 
actuando sola o en conjunto, al menos el diez por ciento (10%) del capital, de los derechos a voto, 
y/o de la distribución de dividendos, utilidades, ganancias o rendimientos, de excedentes de 
liquidación, y/o similares derechos de la persona jurídica. 

Cuando no se identifique a la persona natural en los términos indicados se considerará 
beneficiario final a la persona natural que ocupe el cargo de alto funcionario administrativo y si 
este es otra persona jurídica, fideicomiso o estructura legal, se considerará como tal a la persona 
natural que sea beneficiario final de esa otra persona jurídica. 

3.6.3. Toda persona natural que actúe individualmente o con otros, como una unidad de decisión, 
o a través de otras personas naturales, jurídicas o estructuras jurídicas y, por lo tanto, ejerce 
poderes por medios distintos a la propiedad, para nombrar o remover la mayor parte de los 
órganos de administración, dirección o supervisión, o tiene poder de decisión en los arreglos 
financieros, operativos y/o comerciales a realizar, o de otro modo ejerce control de la persona 
jurídica por otros medios. 
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3.6.4. En el caso de fideicomisos mercantiles se tendrá como beneficiario final a la (s) persona 
(s) natural (es) que ostente la condición de: 

i. Constituyente(s) o fideicomitente(s); 
ii. Constituyente adherente; 
iii. Beneficiario(s); y, 
iv. Quien ejerza el control efectivo final sobre el fideicomiso. 

Para el caso de fideicomisos mercantiles creados en virtud de leyes extranjeras, se tendrá como 
beneficiario final, a más de los señalados anteriormente, a la administradora de fondos o 
fideicomisario y al protector (si lo hubiera). 
 
En el caso de otros tipos de estructuras jurídicas, el beneficiario final incluye a la (s) persona(s) 
natural (es) que ocupa(n) un cargo similar o equivalente a los mencionados para el fideicomiso. 
 
Cuando quien ostente una posición de las mencionadas, respecto a un primer fideicomiso u otra 
estructura jurídica, sea otra persona jurídica o fideicomiso, se considerará beneficiario final del 
primer fideicomiso a cualquier persona natural que sea beneficiario final de esa otra persona 
jurídica, fideicomiso o estructura jurídicas. 

Cuando no se identifique alguna persona natural dentro de las calidades invocadas, se tendrá 
como beneficiario final al Representante Legal de la administradora de fondos. 

3.6.5. En el caso de sociedades de hecho se tendrá como beneficiario final o efectivo a todos 
sus integrantes. 

3.7. Canales de distribución.- Medios por los cuales se brinda productos y servicios 
financieros, como los siguientes: Oficinas, Cajeros Automáticos (ATM), Terminal de Punto de 
Venta (POS), Sistemas de Audio Respuesta (IVR), Centro de atención telefónica (Call Center, 
Contact Center), Corresponsales no bancarios, Sistemas de acceso remoto para clientes (RAS), 
Internet, Banca móvil, entre otros. 

3.8. Categoría.- Es el nivel en el que las entidades controladas ubican a un cliente por el riesgo 
que éste representa. 

3.9. Cliente.- Toda persona natural o jurídica, y estructura sin personería jurídica , interna o 
externa a la organización, con la que una entidad del sistema financiero establece, de manera 
directa o indirecta, ocasional o permanente, una relación contractual o legal de carácter 
financiero, económico o comercial. 

3.10. Cliente potencial.- Toda persona natural o jurídica, y estructura sin personería jurídica que 
han consultado y manifiesta interés por acceder a los servicios o productos que ofrece una 
entidad controlada. 

3.11. Colaboradores Cercanos.- Incluye a aquellas personas naturales o jurídicas, que se 
benefician bajo continuada dependencia, subordinación, prestación de servicios o remuneración 
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directa por el hecho de ser cercanos a la persona políticamente expuesta, tales como, sus 
colaboradores de trabajo, asesores, consultores y socios personales. 

3.12. Control efectivo final.- Se refiere a las situaciones en que la propiedad y/o control se 
ejerce a través de una cadena de titularidad o mediante cualquier otro medio. 

3.13. Contraparte.- Es cualquier persona natural o jurídica, nacional o extranjera, con la que el 
sujeto obligado financiero tenga vínculos comerciales, de negocios, contractuales o jurídicos de 
cualquier orden; podrán tratarse, dependiendo de la conformación jurídica del sujeto obligado 
financiero, de los asociados, socios, empleados, clientes, contratistas y proveedores 

3.14. Corresponsal.- Entidad financiera nacional o del exterior con la cual se mantiene 
relaciones comerciales o bancarias, previa firma de un convenio. 

3.15. Debida diligencia: Es el conjunto de acciones, procesos y procedimientos, que aplica la 
entidad para conocer a sus clientes internos y externos, empleados, proveedores, 
corresponsales y beneficiarios finales para evitar que se la utilice como un medio para el 
cometimiento del lavado de activos y la financiación de otros delitos. Comprende la recolección, 
verificación y actualización de la información, determinación de perfiles transaccionales y de 
comportamiento, detección de operaciones y transacciones inusuales e injustificadas y gestión 
de reportes internos y externos. 

3.16. Debida diligencia ampliada o reforzada.- Es el conjunto de políticas, procesos y 
procedimientos más exigentes y razonablemente diseñados, aplicados a clientes internos y 
externos, empleados, proveedores, corresponsales y beneficiarios finales, que en función de su 
mayor exposición al riesgo y de los casos descritos en la normativa, aplica la entidad para mitigar 
el riesgo de lavado de activos y la financiación de otros delitos. 

3.17. Debida diligencia simplificada.- Es el conjunto de políticas, procesos y procedimientos 
menos exigentes, que faculta a la entidad controlada a aplicar cuando ha identificado un bajo 
riesgo de exposición al delito de lavado de activos y la financiación de otros delitos. 

3.18. Elementos del sistema de administración de riesgos.- Son un conjunto de componentes 
a través de los cuales se instrumenta de forma organizada, sistemática y metódica la 
administración del riesgo de lavado de activos y la financiación de otros delitos en las entidades 
controladas. 

3.19. Enfoque Basado en Riesgos (EBR). Es un conjunto de metodologías de regulación y 
supervisión prudencial que permite identificar, medir o evaluar, controlar y monitorear los riesgos 
de lavado de activos y la financiación de otros delitos, a los que los sujetos obligados financieros 
están expuestos. Este enfoque evalúa la importancia sistémica de cada sujeto obligado financiero 
y su perfil de riesgo, al considerar factores como productos, servicios, prácticas, tecnologías, 
contrapartes, países y áreas geográficas, transacciones y canales; reduciendo, así, la posibilidad 
de que estos sean utilizados como un instrumento para el ocultamiento o legalización de activos 
ilícitos, vinculados con sus actividades y operaciones. 
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3.20. Entidad controlada en materia de Prevención de Lavado de Activos: Son las entidades 
que integran el sector financiero público, sistema de seguridad social y el sector financiero 
privado: bancos y corporaciones; de servicios financieros: almacenes generales de depósito, 
casas de cambio, y corporaciones de desarrollo de mercado secundario de hipotecas; 
administradoras de tarjetas de crédito; de servicios auxiliares del sistema financiero; de servicios 
financieros tecnológicos; sociedades especializadas de depósitos y pagos electrónicos; y, 
proveedores de servicios de activos virtuales. 

3.21. Estructura jurídica.- Se considera como estructura jurídica a los patrimonios autónomos 
o cualquier otra unidad económica que carece de personalidad jurídica. Se incluye en esta 
definición a los patrimonios constituidos en el extranjero con administrador, agente fiduciario, 
protector o cualquier otra forma equivalente. 

3.22. Estructura sin personería jurídica.- Se refiere a una estructura organizativa que no tiene 
la capacidad legal para actuar como una persona jurídica independiente, y por lo tanto no puede 
realizar acciones legales por sí misma y adquirir derechos y obligaciones de manera 
independiente. 

3.23. Empresa pantalla.- Es la compañía constituida legalmente que no realiza las actividades 
establecidas en su totalidad o las ejecuta parcialmente y que es utilizada para encubrir otras 
actividades. 

3.24. Etapas del sistema de administración de riesgos: Se refiere a la identificación, medición 
o evaluación, control o mitigación y monitoreo o administración del riesgo de lavado de activos y 
la financiación de otros delitos. 

3.25. Exposición de riesgo.- Nivel de riesgo que la entidad posee ante la materialización de 
eventos asociados al lavado de activos y la financiación de otros delitos y se expresa a través 
del riesgo residual. 

3.26. Factores de riesgo.- Son los factores generadores de riesgo o parámetros que permiten 
evaluar las circunstancias y características particulares de clientes o usuarios, productos y/o 
servicios, canales transaccionales, jurisdicción territorial analizando de manera transversal su 
transaccionalidad. 

3.27. Financiamiento del terrorismo.- Actividad por la que cualquier persona que en forma 
individual o colectiva, de manera directa o indirecta proporcione, ofrezca, organice o recolecte 
fondos o activos de origen lícito o ilícito, con la intención de que sean utilizados o a sabiendas que 
serán utilizados, en todo o en parte, para el financiamiento de actos terroristas, así como de 
terroristas individuales y organizaciones terroristas aún en ausencia de un vínculo con un acto o 
actos terroristas específicos. 

3.28. Financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva (FP).- Se refiere a 
la financiación de los programas nucleares que el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 
ha sancionado a través de sus resoluciones, incluyendo la resolución 1718 y sucesorias sobre el 
programa nuclear de la República Popular Democrática de Corea y la resolución 2231 que 
aprueba el Plan de Acción Integral Conjunto relativo a Irán. 
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3.29. Fondos u otros activos.- Se refiere a los activos de cualquier tipo, como quiera que hayan 
sido adquiridos, y los documentos legales o instrumentos, incluyendo los electrónicos y digitales, 
que evidencien la titularidad o la participación en tales activos, incluyendo, aunque no 
exclusivamente, los créditos bancarios, cheques de viajero, cheques bancarios, giros postales, 
acciones, valores, bonos, letras de cambio o letras de crédito, y cualquier participación, dividendo 
u otros ingresos en, o valor acumulado a partir de, o generado por tales fondos u otros activos y 
cualquier otro activo que pueda ser potencialmente utilizado para obtener fondos, bienes o 
servicios. 

3.30. Jurisdicción.- Ubicación geográfica en la que se ejecuta una actividad, operación o 
transacción económica. 

3.31. Lavado de activos.- Es un delito autónomo a través del cual se oculta o disimula la 
naturaleza, el verdadero origen, ubicación, propiedad o control de los activos provenientes de 
actividades ilegales, para introducirlos como legítimos en el sistema económico de un país. 

3.32. Listas de control.- Se entiende por listas de control al conjunto de registros, tanto 
nacionales como internacionales, que contienen información relevante sobre personas naturales, 
jurídicas o jurisdicciones, y cuya consulta resulta fundamental para la adecuada gestión del 
riesgo de lavado de activos, financiación del terrorismo y otros delitos conexos. Estas listas 
incluyen, entre otras, aquellas que contienen información de personas observadas o reservadas, 
provenientes de fuentes oficiales o reconocidas, con antecedentes legales o reputacionales 
significativos; listas de jurisdicciones consideradas paraísos fiscales, caracterizadas por 
regímenes de baja o nula tributación y controles laxos que facilitan prácticas elusivas o ilícitas; 
así como listados de Personas Expuestas Políticamente (PEP), nacionales o extranjeras, cuya 
función pública actual o anterior, o sus vínculos cercanos, representan un mayor riesgo, conforme 
a lo establecido por la Unidad de Análisis Financiero y Económico 

3.33. Matriz de riesgo.- Es una herramienta de control y gestión, que mediante la identificación 
y medición de eventos de riesgos asociados a los factores de riesgo (clientes o usuarios, 
productos y/o servicios, canales transaccionales, jurisdicción territorial) permite determinar el 
riesgo inherente y establecer los controles y acciones para mitigarlo, obteniéndose el riesgo 
residual resultante. 

3.34. Mercado.- Es el conjunto de personas y/u organizaciones que participan de alguna forma 
en la compra y venta de los bienes y servicios o en la utilización de los mismos. Para definir el 
mercado en el sentido más específico, hay que relacionarlo con otras variables, como el 
producto, los ciclos, las ventas, las jurisdicciones, o una zona determinada. 

3.35. Medidas razonables.- Medidas apropiadas de Debida Diligencia que son medibles 
tomando en cuenta los riesgos de lavado de activos y la financiación de otros delitos. 

3.36. Metodologías.- Constituye la forma en la que se definen y tratan cada uno de los 
procedimientos que deben utilizar las entidades controladas; es la sucesión de pasos lógicos, 
documentados, ligados entre sí por un propósito verificable, comprobable, operativo y fidedigno, 
que en función de sus clientes, productos y servicios, canales y jurisdicción, entre otros, las 
entidades controladas deben usar para desarrollar y evaluar el sistema de administración de 
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riesgos, identificando a los clientes y sus riesgos, estableciendo perfiles transaccionales, de 
comportamiento y de riesgo, aplicando procesos de detección de inusualidades y gestionando 
los reportes. 

3.37. Oficial de Cumplimiento.- Es el funcionario de nivel gerencial responsable de controlar el 
cumplimiento del sistema de administración de riesgo de lavado de activos y la financiación de 
otros delitos, propendiendo a controlar que el riesgo residual se ubique en niveles apropiados, 
mediante la aplicación de políticas, procesos y procedimientos preventivos y la detección de 
operaciones o transacciones inusuales e injustificadas o sospechosas o la tentativa de 
realizarlas. 
 
3.38. Operaciones sospechosas. - Son los movimientos económicos, realizados por personas 
naturales o jurídicas, que no guarden correspondencia con el perfil económico y financiero que 
éstas han mantenido en la entidad controlada y que no puedan sustentarse. Incluye también la 
tentativa de realizarlas. 
 
3.39. Operación financiera. - Es un acuerdo o contrato en el que participan dos o más sujetos 
económicos, intercambiando capitales, de tal manera, que el sujeto que presta el capital adquiere 
el papel de acreedor, mientras que, el otro, actuará de deudor, además, los bienes que se 
intercambian tendrán que ser equivalentes en cada momento del tiempo. 
 
3.40. Órganos de Gobierno. - Son las estructuras formales y legalmente constituidas, 
responsables de la dirección estratégica, supervisión y toma de decisiones clave dentro de un 
sujeto obligado financiero. Estos órganos, como la junta de accionistas y directorios tienen la 
función de establecer políticas institucionales, aprobar planes y presupuestos, supervisar la 
gestión de la administración y velar por el cumplimiento de los objetivos organizacionales. 

3.41. Paraísos fiscales. - Son territorios de baja o nula tributación que, mediante normas 
específicas internas, garantizan la opacidad de las transacciones, con la ausencia absoluta de 
registros, formalidades y controles y que han sido clasificados como tales por el Servicio de 
Rentas Internas; en el caso del Foro Global los países se clasifican en colaboradores o no 
colaboradores. 

3.42. Perfil de comportamiento.- Son todas aquellas características propias y habituales del 
sujeto de análisis, asociadas con su información general y con el modo de utilización de los 
servicios y productos que ofrece la entidad. 

3.43. Perfil de riesgo. - Es la condición de riesgo que presentan las contrapartes tanto por su 
comportamiento como por transaccionalidad, que pueden exponer al sujeto obligado a la 
ocurrencia de eventos con implicaciones en lavado de activos y la financiación de otros delitos. 

3.44. Perfil transaccional. - Es el parámetro que indica la capacidad máxima que tiene una 
contraparte para transaccionar con la entidad. El cálculo de su valor o rango se efectúa mediante 
metodologías de reconocido valor técnico, que consideren variables como sus ingresos, 
patrimonio, actividad económica, transaccionalidad histórica, entre otros. 
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3.45. Personas Expuestas Políticamente (PEP). - Es la calidad que adquieren las personas 
naturales, nacionales o extranjeras, que desempeñen o hayan desempeñado funciones públicas 
jerárquicas en el país o el extranjero, o a quienes se les haya conferido funciones prominentes 
en una organización internacional; se extenderá el mismo tratamiento a esta calidad a sus 
familiares y asociados conforme el ordenamiento jurídico vigente, como son los siguientes: 

 
1) Jefes de Estado o de gobierno; 
2) Políticos de alta jerarquía; 
3) Funcionarios gubernamentales, judiciales o militares de alta jerarquía; 
4) Altos ejecutivos de empresas estatales; 
5) Directivos de partidos políticos; 
6) Miembros de la alta gerencia; directores; subdirectores o funciones equivalentes; y, 
7) Los demás que determine por resolución la Unidad de Análisis Financiero y Económico. 

3.46. Productos.- Son mecanismos o instrumentos financieros que, de conformidad con la ley, 
ofertan las entidades de los sectores financieros público y privado. 

3.47. Proveedor.- Es toda persona natural o jurídica de carácter público o privado que desarrolle 
actividades de producción, fabricación, importación, construcción, distribución, alquiler o 
comercialización de bienes, así como prestación de servicios a consumidores, por lo cual cobra 
un precio o tarifa. 

3.48. Proveedor de servicios de activos virtuales.- Cualquier persona física o jurídica que no 
esté cubierta en ningún otro lugar en virtud de las Recomendaciones del GAFI y que, como 
negocio, realiza una o más de las siguientes actividades u operaciones para o en nombre de otra 
persona física o jurídica: 

i. Intercambio entre activos virtuales y moneda de curso legal; 
ii. Intercambio entre una o más formas de activos virtuales; 
iii. Transferencia de activos virtuales; 
iv. Custodia y / o administración de activos virtuales o instrumentos que permitan el control 

sobre activos virtuales; y; 
v. Participación y provisión de servicios financieros relacionados con la oferta de un emisor 

y/o venta de un activo virtual. 

3.49. Proveedor de bienes y servicios estratégicos.- Persona natural o jurídica que entrega 
productos o servicios necesarios para que la entidad financiera cumpla con procesos críticos 
inherentes a su objeto social y cuya deficiencia, debilidad o suspensión podría afectar el normal 
desenvolvimiento operativo de la entidad, con mayor énfasis en los bienes y servicios 
relacionados al control y a la prevención de lavado de activos y la financiación de otros delitos. 

3.50. Riesgos asociados al lavado de activos y la financiación de otros delitos.- Son los 
riesgos a través de los cuales se materializa el riesgo de lavado de activos y del financiamiento 
de delitos como el terrorismo, y éstos son los que se definen a continuación: 

3.50.1.  Riesgo de contagio.- Probabilidad de pérdidas por acción o experiencia que una entidad 
puede sufrir, directa o indirectamente, de un relacionado que pueda generar influencia. 
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3.50.2.  Riesgo legal.- Es la probabilidad de que una entidad controlada sufra pérdidas directas o 
indirectas; de que sus activos se encuentren expuestos a situaciones de mayor vulnerabilidad; de 
que sus pasivos y contingentes puedan verse incrementados más allá de los niveles esperados, o 
de que en el desarrollo de sus operaciones enfrente la eventualidad de ser afectado negativamente 
debido a error, negligencia, impericia, imprudencia o dolo, que deriven de la inobservancia, 
incorrecta o inoportuna aplicación de disposiciones legales o normativas, así como de 
instrucciones de carácter general o particular emanadas de los organismos de control, dentro de 
sus respectivas competencias; o, en sentencias o resoluciones jurisdiccionales o administrativas 
adversas; o de la deficiente redacción de los textos, formalización o ejecución de actos, contratos 
o transacciones, inclusive distintos a los de su giro ordinario de negocio, o porque los derechos 
de las partes contratantes no han sido claramente estipuladas; 

3.50.3.  Riesgo operativo.- Es la posibilidad de que se produzcan pérdidas en las entidades 
controladas debido a eventos originados en fallas o insuficiencia de procesos, personas, 
tecnología de la información y en eventos externos imprevistos. Incluye el riesgo legal, pero 
excluye los riesgos sistémicos y de reputación. Agrupa una variedad de riesgos relacionados con 
deficiencias de control interno que afectan la capacidad de la entidad para responder por sus 
compromisos de manera oportuna, o comprometen sus intereses; y, 

3.50.4.  Riesgo reputacional.- Es la posibilidad de afectación del prestigio de una entidad 
controlada por cualquier evento externo, fallas internas hechas públicas, o al estar involucrada 
en transacciones o relaciones con negocios ilícitos, que puedan generar pérdidas y ocasionar un 
deterioro del prestigio de la entidad. 

3.51. Riesgo de LA/FD.- Es la posibilidad de pérdida o daño que puede sufrir una entidad 
controlada por su exposición a ser utilizada directamente o a través de sus operaciones como 
instrumento para el L/A y/o canalización de recursos hacia la realización de actividades delictivas 
incluida el terrorismo y la proliferación de armas de destrucción masiva. Este riesgo se materializa 
a través de los riesgos asociados (legal, reputacional, operativo y de contagio). 

3.52. Riesgo inherente. - Es el nivel de riesgo propio de la actividad, sin tener en cuenta el 
efecto de los controles implementados. 

3.53. Riesgo residual o neto. - Nivel resultante del riesgo después de aplicar los controles. 

3.54. Reporte de operaciones sospechosas (ROS). - Reporte de buena fe que remiten las 
entidades controladas a la Unidad de Análisis Financiero y Económico cuando identifican 
movimientos económicos, realizados por personas naturales o jurídicas, que no guarden 
correspondencia con el perfil económico y financiero que éstas han mantenido en la entidad 
controlada y que no puedan sustentarse. 

3.55. Segmentación. - Proceso por medio del cual se lleva a cabo la separación de los factores 
de riesgos en grupos homogéneos al interior de ellos y heterogéneos entre ellos. La separación 
se fundamenta en el reconocimiento de diferencias significativas en sus características. 

3.56. Señales de alerta. - Son indicadores cuantitativos y cualitativos referenciales y expresados 
en hechos, situaciones, eventos, comportamientos, razones financieras y demás información, 
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basados en experiencias o tipologías conocidas,  a partir de las cuales se puede inferir de manera 
oportuna y/o prospectiva, la posible existencia  de inconsistencias o patrones atípicos respecto 
de los parámetros normales de las contrapartes, los usuarios y el mercado y que pueden sugerir 
la existencia  de un riesgo de lavado de activos y la financiación de otros delitos. 

3.57. Servicios.- Son todas aquellas interacciones de las entidades controladas con sus clientes 
y usuarios. 

3.58. Sistema/Programa de prevención y administración del riesgo de lavado de activos y 
la financiación de otros delitos (SPARLAFD).- Es un modelo de gestión para administrar el 
riesgo de lavado de activos y la financiación de otros delitos, compuesto por etapas y elementos 
que mediante políticas, procesos, procedimientos, mecanismos y metodologías adoptados por la 
entidad controlada busca prevenir que sus operaciones y transacciones puedan ser utilizadas 
como instrumento para lavar activos y/o financiar otros delitos, así como detectar casos 
potencialmente relacionados con el lavado de activos y la financiación de otros delitos. Debe 
atender a la naturaleza, objeto social y demás características particulares de cada una de ellas. 
 
3.59. Sujetos obligados.- Son los sectores económicos obligados a reportar mensualmente a 
la Unidad de Análisis Financiero y Económico (UAFE) como lo señala la Ley Orgánica de 
Prevención, Detección y Erradicación del Delito de Lavado de Activos y del Financiamiento de 
Delitos. 
 
3.60. Tolerancia al riesgo.- La tolerancia es la cantidad máxima de riesgo de lavado de activos 
y la financiación de otros delitos, que una entidad financiera está dispuesta a aceptar para lograr 
sus objetivos estratégicos (nivel máximo aceptable de riesgo); es decir, el grado de desviación 
(riesgo extra) respecto del nivel de apetito de riesgo definido por el Directorio (riesgo planificado) 
que la entidad puede soportar. 
 
3.61. Transacción.- Movimiento económico con el cual se realiza el perfeccionamiento de la 
operación financiera entre deudor y el acreedor a través de pagos o ingresos realizados con 
instrumentos monetarios. 
 
3.62. Transferencia.- Es la transacción efectuada por una persona natural, o jurídica o estructura 
sin personería jurídica denominada ordenante, a través de una entidad autorizada en la 
respectiva jurisdicción, para realizar operaciones de envío de recursos nacionales y/o 
internacionales, mediante movimientos electrónicos o contables, con el fin de que una suma de 
dinero se ponga a disposición de una persona natural o, jurídica, estructura jurídica o estructura 
sin personería jurídica denominada beneficiaria, en la misma u otra entidad autorizada para 
realizar este tipo de operaciones. Los ordenantes y beneficiarios de una o varias transferencias 
pueden ser la misma persona o estructura. 
 
3.63. Usuario.- Es la persona natural o jurídica que, sin ser cliente de la entidad controlada, 
recibe de ésta un servicio; y,  
 
3.64. Vinculado.- El vinculado es aquella persona natural o jurídica, relacionada o asociada a la 
entidad controlada por propiedad, administración o por presunción, que tiene posibilidad de 
ejercer influencia sobre ella.” 
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2.- Reubíquese la “SECCIÓN II, FACTORES DE RIESGO”, como “SECCIÓN III FACTORES DE 
RIESGO”, renumerando su artículo, manteniendo su contenido. 

3.- Reubíquese la “SECCIÓN III, SISTEMA DE PREVENCIÓN Y ADMINISTRACIÓN DEL 
RIESGO DE LAVADO DE ACTIVOS Y LA FINANCIACIÓN DE OTROS DELITOS - SPARLAFD”, 
como “SECCIÓN II SISTEMA DE PREVENCIÓN Y ADMINISTRACIÓN DEL RIESGO DE 
LAVADO DE ACTIVOS Y LA FINANCIACIÓN DE OTROS DELITOS - SPARLAFD”; y, efectúese 
la remuneración de los artículos de esta sección. 
 
4.- Sustitúyase el artículo 5, por el siguiente: 

“ARTÍCULO 5.- La entidad controlada debe prevenir que sus operaciones y transacciones puedan 
ser utilizadas como instrumento para el lavado de activos, la financiación del terrorismo y la 
financiación de la proliferación de armas de destrucción masiva y tener la capacidad de detectar 
casos potencialmente relacionados con estos delitos. Para tal efecto, deberá diseñar, desarrollar 
e implementar un sistema de detección, prevención, mitigación y administración del riesgo de 
lavado de activos, sus delitos precedentes y la financiación de otros delitos con los criterios y 
parámetros mínimos exigidos en esta norma. 

Los sujetos obligados financieros definirán y adoptarán un programa basado en el esquema de 
tres líneas de defensa considerando su objeto social, tamaño, naturaleza, complejidad de sus 
operaciones y demás características propias. Las líneas de defensa de las entidades controladas 
deben cumplir y sin limitarse, con las siguientes funciones: 

5.1. Primera línea: Es responsabilidad de todas las unidades, áreas operativas o encargados de 
la gestión de las entidades controladas, cuyas funciones se detallan a continuación: 

a) Aplicar las políticas, procedimientos y controles que permitan prevenir el lavado de activos 
y la financiación de delitos; 

b) Realizar la identificación y verificación exhaustiva de la identidad de las contrapartes, 
mediante mecanismos documentales y tecnológicos confiables; 

c) Coordinar con la segunda línea de defensa la identificación y gestión de la materialidad de 
los riesgos de lavado de activos, sus delitos precedentes y la financiación de otros delitos, 
inherentes a su gestión de negocio y operación mediante el uso de herramientas de gestión 
de riesgos; 

d) Identificar señales de alerta a fin de informar de manera inmediata a la Unidad de 
Cumplimiento para su oportuna gestión; y, 

e) Generar datos e insumos de información y reportería. 

5.2. Segunda línea: Es responsabilidad del Representante Legal, el encargado de las unidades 
de riesgos, de cumplimiento y el Comité de Cumplimiento, cumplir con las funciones que se 
detallan a continuación: 

a) Supervisar y evaluar la implementación efectiva de las políticas, procedimientos y controles 
internos diseñados para la prevención de lavado de activos y la financiación de otros delitos; 
 

b) Coordinar la gestión de riesgos relacionados con el lavado de activos, asegurando la 
adecuada identificación, evaluación, monitoreo y mitigación de dichos riesgos; 
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c) Evaluar periódicamente la gestión del riesgo de lavado de activos, sus delitos precedentes 

y la financiación de otros delitos, y mantener evidencias de la evaluación realizada; 
 

d) Actualizar de manera continua el sistema de prevención y administración del riesgo de 
lavado de activos y financiación de otros delitos, en concordancia con las disposiciones 
aplicables a nivel nacional e internacional; 
 

e) Promover revisiones periódicas sobre la efectividad del PARLAFT, identificando áreas de 
mejora y recomendando acciones correctivas; 
 

f) Generar datos e insumos de información y reportería; y, 
 

g) Diseñar y brindar capacitación y concientización sobre los riesgos de lavado de activos, sus 
delitos precedentes y la financiación de otros delitos.”  

5.3. Tercera línea: Es responsabilidad de la unidad de auditoría interna o quien haga sus veces 
y auditoría externa, cumplir con las funciones se detallan a continuación: 

a) Revisar el diseño y la efectiva implementación de los sistemas de gestión del riesgo de 
lavado de activos y la financiación de otros delitos, y los procesos asociados de la primera 
y segunda línea de defensa; 
 

b) Realizar una verificación estricta del cumplimiento normativo en materia de lavado de 
activos y la financiación de otros delitos, así como de la implementación del SPARLAFD; 
 

c) Revisar los procesos para garantizar que sean independientes y se implementen de manera 
coherente con las políticas y procedimientos establecidos; 
 

d) Asegurar que los sistemas de cuantificación utilizados para evaluar el riesgo de lavado de 
activo y la financiación de otros delitos, reflejen el perfil de riesgo de la entidad controlada.”; 

5.- En el artículo 7 sustitúyase el numeral 7.1.3. por lo siguiente: 
 

“7.1.3. Con base en las metodologías establecidas previamente, identificar los aspectos a  
través de las cuales se puede presentar el riesgo de lavado de activos y la financiación de otros 
delitos atendiendo las variables consideradas en cada uno de los factores de riesgo. 
 
Como resultado de esta etapa, las entidades controladas deben estar en capacidad de 
identificar los eventos de riesgos en función de los factores de riesgo y los riesgos 
asociados a los cuales se ven expuestas en relación con el riesgo de lavado de activos y la 
financiación de otros delitos. 
 
Adicionalmente, para la identificación de los riesgos deberán considerarse, entre otros, los 
siguientes aspectos: el lanzamiento o uso de nuevos productos o servicios; la implementación 
de nuevas prácticas comerciales, incluidos nuevos canales de prestación de servicios; la 
incorporación de nuevas tecnologías o de tecnologías en desarrollo aplicables a productos o 
servicios nuevos o existentes; la modificación de las características de los productos o servicios; 
la incursión en nuevos mercados; la apertura de operaciones en nuevas jurisdicciones; el 
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lanzamiento o la modificación de los canales transaccionales; así como cualquier otro aspecto 
que la entidad controlada considere pertinente, en función de la naturaleza, complejidad y 
demás características particulares de su actividad económica.”; 

 
6.- Sustitúyase el artículo 9, por lo siguiente: 
 
“ARTÍCULO 9.- Marco general de apetito de riesgo. - Marco general de apetito de riesgo. Las 
entidades controladas deberán implementar una metodología para incorporar los elementos 
estratégicos de gestión del riesgo de lavado de activos y la financiación de otros delitos dentro 
del marco de apetito de riesgo institucional, esto es, el apetito al riesgo, la tolerancia al riesgo, 
los indicadores clave, los límites de exposición, indicadores de alerta y política de excepciones, 
los cuales partirán de la matriz de riesgos de lavado de activos señalada en el artículo 
precedente, con la finalidad de focalizar los recursos en los principales riesgos. 
 
La definición del apetito al riesgo deberá estar articulada con la visión estratégica del riesgo 
global de la institución para que no se generen conflictos con los objetivos comerciales y 
financieros de la entidad controlada. 
 
La metodología de apetito de riesgo de lavado de activos y la financiación de otros delitos deberá 
enfocarse para generar acciones de tratamiento y disminuir la probabilidad del riesgo; e, incluir 
la definición de los demás elementos estratégicos, su esquema de medición y cuantificación, 
sistema de monitoreo y reporte, con el establecimiento de las responsabilidades de las diferentes 
áreas o estamentos institucionales involucrados en el proceso, debiendo tener especial énfasis 
en considerar que la tolerancia al riesgo debe ser medible y cuantificable; y, que representa un 
grado de desviación (riesgo extra) respecto del riesgo planificado (apetito) por lo que debe ser 
superior. La definición de los indicadores clave de riesgo, los límites de exposición y las alertas, 
la sustanciación estadístico-matemática deberá realizarse en función de la información histórica 
que se construya.” 
 
7.- Sustitúyase el literal d del artículo 10, por lo siguiente: 
 
“d. Información y Reportería del Riesgo de Lavado de Activos y la Financiación de Otros Delitos”; 
 
8.- Sustitúyase el artículo 12 por el siguiente texto: 

“ARTÍCULO 12.- Estructura Organizacional. - La responsabilidad de la administración del 
riesgo de lavado de activos y la financiación de otros delitos recae en el directorio y deberá 
garantizar la independencia de las actuaciones de la gestión de este riesgo. En consideración de 
las distintas etapas y elementos del sistema de administración de riesgos, se contemplan como 
mínimo las siguientes funciones de cada nivel de los órganos de gobierno dentro de la estructura 
organizacional: 

a) Directorio; 
b) Comité de cumplimiento; 
c) Representante legal; 
d) Unidad de cumplimiento; 
e) Oficial de cumplimiento Titular y Suplente. 
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El cumplimiento de las políticas, la implementación de los procesos, procedimientos, mecanismos 
y metodologías para la prevención, detección y gestión del riesgo asociado al delito de lavado de 
activos y la financiación de otros delitos, es responsabilidad de los órganos de gobierno y todas las 
áreas de la entidad controlada. 
 
En caso de incumplimiento a las disposiciones contenidas en la presente norma, así como a la 
obligación de reportar, esto dará lugar a la aplicación del procedimiento administrativo sancionador 
correspondiente, de acuerdo con lo detallado en el Código Orgánico Monetario y Financiero, de 
conformidad con el ordenamiento jurídico vigente.”; 
 
9.- Sustitúyase el numeral 12.2.8 del artículo 12.2, por el siguiente texto: 

“12.2.8. Aprobar el informe presentado por el Oficial de Cumplimiento sobre el riesgo de lavado 
de activos y la financiación de otros delitos, para la creación de nuevos canales de atención, 
productos y servicios.” 
 
10.- Sustitúyase el numeral 12.5.18 del artículo 12.5., por el siguiente texto: 
 
“12.5.18. Emitir un informe de evaluación del riesgo para conocimiento y aprobación del Comité 
de Cumplimiento sobre los nuevos productos y servicios, canales de atención, prácticas 
comerciales o el uso de tecnologías nuevas o en desarrollo, que vaya a implementar la entidad 
controlada para sus operaciones. 
 
Este informe contendrá el análisis de amenazas, vulnerabilidades y consecuencias además 
expresará la opinión sobre el riesgo inherente y residual de LA/FD de dichos productos o 
servicios, así como la propuesta de políticas, procesos, procedimientos y metodologías que 
deben adoptarse para el control debido de los nuevos productos y servicios.”; 
 
11.- Sustitúyase el numeral 13.2.5 del artículo 13.2., por el siguiente texto: 
 
“13.2.5. Para el conocimiento permanente y actualizado de sus clientes internos y externos, las 
entidades controladas deben registrar y recolectar, como mínimo, la siguiente información: 

i. Documentos y datos de identidad, así como información básica; 
ii. Detalle de la actividad económica principal. La actividad principal del cliente debe ser 

clasificada, para el caso de las actividades económicas y no económicas, conforme a 
las tablas que expida la Superintendencia de Bancos y el Instituto Nacional de 
Estadísticas y Censos relativas a la Clasificación Internacional Industrial Uniforme -
CIIU-; 

iii. Características, montos y procedencia de los ingresos, egresos y patrimonio; 
iv. Características y montos de las transacciones y operaciones de clientes vigentes, los 

cuales podrán servir como insumo adicional para determinar los perfiles 
transaccionales y de comportamiento; y, 
 

v. Información sobre el propósito de la relación contractual con los clientes. Para el caso 
de clientes personas jurídicas, se deberá recopilar información que permita a la entidad 
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financiera entender la naturaleza del negocio del cliente, así como su estructura 
accionaria y de control. 

Los documentos, datos e información recopilada en virtud del proceso de conocimiento del 
cliente, incluyendo la información sobre el beneficiario final, deben mantenerse 
permanentemente actualizados, sin que los plazos máximos superen lo establecido en el artículo 
13.2.3. de esta norma. 

Para el caso de clientes y usuarios que se identifique el cambio de su nivel de riesgo a riesgo a 
alto, la entidad controlada deberá realizar una actualización de la información de conformidad 
con los plazos establecidos en el numeral 13.2.3.”; 
 
12.- En el artículo 14 a continuación del numeral 14.7, agréguese el siguiente: 

“14.8. Control de billetes de alta denominación. - Las entidades controladas deberán aplicar 
los procesos de debida diligencia, debida diligencia reforzada, identificación y verificación del 
beneficiario final, así como la adecuada gestión de perfiles de riesgo en la prevención del lavado 
de activos y la financiación de otros delitos, en la recepción de billetes de alta denominación. 

Las entidades controladas canalizarán la recepción de depósitos en billetes de alta denominación 
exclusivamente a través de sus canales propios de atención, incluyendo ventanillas físicas y otros 
mecanismos bajo su control directo. Los depósitos que involucren la recepción de billetes de alta 
denominación entre entidades financieras deberán realizarse a través de los mecanismos y 
canales que establezca el Banco Central del Ecuador, priorizando esquemas que mitiguen 
riesgos de lavado de activos y aseguren trazabilidad de los fondos.  

Las entidades controladas deberán incorporar en sus sistemas de prevención de lavado de 
activos y la financiación de otros delitos un enfoque basado en riesgos específico para el manejo 
de billetes de alta denominación, y deberán aplicar medidas reforzadas de debida diligencia, que 
incluyan la identificación del beneficiario final de la operación, la verificación del origen lícito de 
los fondos y la evaluación del nivel de riesgo asociado al cliente, la operación y el canal utilizado, 
manteniendo los debidos controles internos y la trazabilidad de la información. 

Asimismo, las entidades controladas estarán obligadas a registrar de manera íntegra, exacta y 
verificable los números de serie de los billetes de alta denominación, y a remitir dicha información 
a este organismo de control.”; 
 
13.- Sustitúyase el artículo 22, por el siguiente texto: 

“ARTÍCULO 22.- Metodologías.- Para que los mecanismos de debida diligencia de prevención 
de lavado de activos y la financiación de otros delitos, adoptados por las entidades controladas 
operen de manera efectiva, eficiente y oportuna, estas deberán establecer, metodologías al 
menos para definir su matriz de riesgos, el perfil de riesgo de clientes y empleados, la 
segmentación del mercado, la detección de operaciones o transacciones sospechosas y el 
tratamiento de estas en base a riesgo.”; 
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14.- Sustitúyase el artículo 23, por el siguiente texto: 

“ARTÍCULO 23.- Perfil de Comportamiento. - Desarrollar una metodología para determinar el 
perfil de comportamiento de sus contrapartes que permita calificar aquellas características 
propias y habituales de sus clientes internos y externos, asociadas con su información general 
y con el modo de utilización de los servicios y productos que ofrece la entidad. Este perfil de 
comportamiento deberá establecerse desde el inicio de la relación comercial y modificarse de 
acuerdo con los hábitos que evidencie la contraparte.”; 

15.- Sustitúyase el artículo 24, por el siguiente texto: 

“ARTÍCULO 24.- Perfil transaccional. - Diseñar una metodología para determinar el perfil 
transaccional de las contrapartes, cuya definición indicará la capacidad máxima que tiene la 
contraparte para transaccionar con la entidad. El perfil transaccional de la contraparte se 
establecerá desde el inicio de la relación y deberá actualizarse en la medida que cambien las 
variables que determinen este perfil. El perfil transaccional deberá ser utilizado para la detección 
de operaciones inusuales cuando las acreencias netas individuales o consolidadas superen el 
mismo.”; 

16.- Sustitúyase el artículo 25, por el siguiente texto: 

“ARTÍCULO 25.- Perfil de riesgo consolidado. - Diseñar una metodología para determinar el 
perfil de riesgo de la contraparte; que corresponderá a la consolidación del perfil de 
comportamiento y transaccional, los cuales tienen que estar desarrollados en base a información 
actualizada y depurada.”; 

17.- Sustitúyase el artículo 26, por el siguiente texto: 

“ARTÍCULO 26.- Detección de Operaciones inusuales. - Las entidades controladas 
establecerán metodologías, modelos e indicadores cualitativos y/o cuantitativos de reconocido 
valor técnico para la oportuna identificación, detección de operaciones o transacciones inusuales 
o la tentativa de realizarlas. Entendidas como operaciones inusuales aquellas que presenten, al 
menos, la siguiente condición: 

Cuando las acreencias netas de todas las transacciones individuales o consolidadas superen el 
perfil transaccional definido por la entidad considerando las tolerancias máximas determinadas 
en sus metodologías internas. 

Las entidades deberán documentar cada operación inusual detectada, señalando el 
responsable o responsables de su análisis, la evidencia de los sustentos obtenidos y los 
resultados de la evaluación correspondiente. 

Las entidades controladas deberán contar con procesos y procedimientos que les permitan 
realizar análisis de sus bases de datos en búsqueda de tendencias, patrones o comportamientos 
inusuales de sus contrapartes, considerando los factores de riesgo como: productos y/o 
servicios, canales y ubicaciones geográficas.”; 

 



Viernes 7 de agosto de 2026 Registro Oficial Nº 343

56 

 
 
Resolución Nro. SB-2026-2377 
Página Nro. 24 
 

 

18.- Sustitúyase el artículo 27, por el siguiente texto: 

“ARTÍCULO 27. Señales de Alerta. -  Las señales de alerta constituyen signos de prevención 
temprana que de manera referencial pueden inferir oportuna y/o prospectivamente la posible 
existencia de un riesgo de LA/FD.    

Las entidades controladas deben definir y segmentar las señales de alerta de acuerdo con los 
productos y servicios que ofrecen y asociarlas a los factores de riesgo considerados y 
especificados en esta norma.  La asociación de eventos con las señales de alerta definidas debe 
ser analizada para determinar las operaciones inusuales y generar el respectivo ROS.  

Las entidades controladas deberán alimentar su base de señales de alerta, sistematizarlas y 
generar procedimientos de aperturas de casos y tratamiento en función de la transaccionalidad 
y comportamiento de los clientes internos y externos y del riesgo de LA/FD.”; 

19.- Sustitúyase el artículo 28, por el siguiente texto: 

“ARTÍCULO 28.- Plazos de sustentación de alertas: Cuando se detecten operaciones o 
transacciones inusuales, las entidades controladas deberán clasificar las alertas en función al 
riesgo determinado, realizar la apertura oportuna y seguimiento del caso, que conlleve a 
determinar el sustento de los justificativos o, caso contrario, el procedimiento de reportes 
implementado. 

Las entidades controladas deberán definir el proceso y temporalidad del análisis de efectividad 
de sus reglas de monitoreo, sistematizarlas y generar procedimientos de aperturas de casos y 
tratamiento en función de la transaccionalidad y comportamiento de los clientes internos y 
externos y del riesgo de LA/FD. 

Para los riesgos alto, medio y bajo, los términos para la sustentación de alertas deberán ser 
determinados mediante un procedimiento formalizado por cada entidad financiera, en función 
de su perfil de riesgo, capacidad operativa y volumen de información, asegurando en todo 
momento un análisis oportuno y suficiente de las operaciones identificadas. En ningún caso 
dichos términos podrán exceder de sesenta (60) días contados a partir de la fecha en la que se 
generó la alerta dentro del sistema de monitoreo. 

Las entidades controladas deben implementar los procedimientos de reporte internos y externos 
de operaciones inusuales o sospechosas para informar a las autoridades competentes de 
manera inmediata y eficiente sobre cada operación o transacción de este tipo que conozcan. 

Los directores, funcionarios y empleados de las entidades controladas tienen expresamente 
prohibido revelar el hecho de que se está entregando a la UAFE un ROS o información 
relacionada. La prohibición precedente no incide en el intercambio de información que al tenor 
de lo previsto en esta norma pueden realizar las entidades que conforman el grupo financiero.  
 
La entidad controlada deberá agotar los esfuerzos razonables para obtener y verificar la 
documentación de sustento que le permita satisfacerse de las justificaciones presentadas por el 
cliente ante las inusualidades detectadas, Para el efecto, deberá implementar procedimientos 
formales que contemplen, como mínimo, la identificación, recolección y archivo de la 
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documentación necesaria, asegurando que los soportes sean suficientes, trazables y 
verificables, de conformidad con la normativa aplicable y las políticas internas de gestión de 
riesgos de LA/FD.”; 

20.- Sustitúyase el artículo 29, por el siguiente texto: 

“ARTÍCULO 29.- Información y Reportería del Riesgo de Lavado de Activos y la 
Financiación de Otros Delitos. - La entidad controlada debe contar con un sistema efectivo, 
eficiente y oportuno de reportes tanto internos como externos que garantice el funcionamiento de 
sus procedimientos y los requerimientos de las autoridades competentes. Es responsabilidad de 
la entidad que los reportes contengan información confiable, se envíen dentro de los plazos 
determinados y que su información se resguarde de forma confidencial, segura y en los plazos 
previstos. 

Es responsabilidad de la entidad controlada que los reportes cumplan con los principios de 
confidencialidad, integridad, oportunidad y disponibilidad. 

La entidad controlada, establecerá una metodología de reportes indicando procesos y 
responsables, dejando constancia documental del análisis, verificación y evaluación de riesgo, que 
determinó la identificación como operación inusual. Las entidades controladas en el diseño e 
implementación del SPARLAFD deberán considerar, como mínimo, los siguientes reportes: 

29.1. Reportes internos. – Los reportes internos de uso exclusivo de las entidades controladas, 
al menos serán los siguientes: 

29.1.1. Operaciones inusuales injustificadas o sospechosas. - La entidad controlada debe 
prever dentro del SPARLAFD los procedimientos para que los responsables de la detección de 
operaciones inusuales injustificadas o sospechosas las reporten a las instancias internas 
competentes de análisis y pronunciamiento, agotando la búsqueda de sustentos. El reporte 
debe indicar las razones que justifiquen la calificación de la operación como inusual o 
sospechosa, según sea el caso. 

29.1.2. Reportes de la etapa de monitoreo.- Como resultado de la etapa de monitoreo de la 
implementación del SPARLAFD deben elaborarse reportes internos semestrales que permitan 
establecer el nivel de riesgo residual de la entidad y su evolución individual. 

29.2. Reportes externos.- Los reportes externos deben ser enviados a la UAFE, Superintendencia 
de Bancos, Fiscalía General del Estado y organismos competentes de forma oportuna, confiable y 
segura, observando las estructuras, condiciones, plazos requeridos y contemplados en las 
disposiciones respectivas y requerimientos puntuales. 

Los reportes deberán enviarse a través del sistema administrado por la Unidad de Análisis 
Financiero y Económico y por este organismo de control. El incumplimiento de esta disposición 
constituye un riesgo legal y conlleva responsabilidades institucionales. 

El procedimiento de reporte de una operación sospechosa (ROS) debe incluir todos los requisitos 
establecidos en el sistema por la Unidad de Análisis Financiero y Económico. 



Viernes 7 de agosto de 2026 Registro Oficial Nº 343

58 

 
 
Resolución Nro. SB-2026-2377 
Página Nro. 26 
 

 

Si la Superintendencia de Bancos observare incumplimientos en los procesos y metodología para 
remitir los reportes, comunicará a la Unidad de Análisis Financiero y Económico. Así mismo 
notificará a la Unidad de Análisis Financiero y Económico cuando una entidad controlada haya 
omitido el envío de reportes para que se dé inicio al procedimiento administrativo sancionador que 
corresponda.”; 

21.- Sustitúyase el numeral 30.2 del artículo 30, por el siguiente texto: 
 

“30.2. Auditoría externa.- El auditor externo deberá evaluar técnicamente el cumplimiento en 
la implementación del sistema para la administración del riesgo de lavado de activos y la 
financiación de otros delitos, los controles establecidos para prevenir que la entidad sea 
utilizada como instrumento para dichas actividades, considerando su naturaleza, objeto social 
y características particulares, así como el cumplimiento de las recomendaciones emitidas 
respecto del sistema de administración de riesgos.  

Los resultados de la evaluación deberán constar en un informe independiente presentado 
anualmente al directorio y en el cual se incluirá las recomendaciones tendientes a fortalecer 
la aplicación de las etapas y elementos del sistema de administración de riesgos. En dicho 
informe constará la opinión del auditor externo y los hallazgos detectados, debiendo 
pronunciarse específicamente sobre la razonabilidad de los controles establecidos y acerca 
de todo incumplimiento que contravenga las disposiciones que regulan la materia, para lo 
cual, deberá sustentar los resultados de su informe pronunciándose sobre la efectividad de 
los procesos aplicados por la entidad controlada para administrar el riesgo de lavado de 
activos. 

Complementariamente, tanto los informes de auditoría interna, como externa sustentarán el nivel 
de cumplimiento sobre el proceso de debida diligencia aplicado, esto es la evaluación de la calidad 
de la información de sus contrapartes, establecimiento de perfiles transaccionales y de 
comportamiento, detección de transacciones inusuales y de los reportes de dichas transacciones, 
entre los aspectos más relevantes a considerar. 

Es responsabilidad de la entidad controlada que los lineamientos descritos consten en los 
contratos que se acuerden con las firmas de auditoría.” 

Los informes elaborados por Auditoría Interna y Auditoría Externa son de carácter reservado y 
confidencial, por lo que no pueden revelar información a terceros, el mismo tratamiento lo tiene 
la Superintendencia de Bancos.; 

22.- Reubíquese la “SECCIÓN VI, OTRAS ENTIDADES CONTROLADAS”, como “SECCIÓN VII 
OTRAS ENTIDADES CONTROLADAS”; y, efectúese las siguientes reformas a los artículos de 
esta sección con la remuneración correspondiente. 
 
Sustitúyase el artículo 34, por el siguiente: 

“ARTÍCULO 34.- Entidades del sistema de seguridad social. Las entidades que forman parte 
del Sistema de Seguridad Social son: 

• Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social; 
• Instituto de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas; 
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• Instituto de Seguridad Social de la Policía Nacional; y, 
• Servicio de Cesantía de la Policía Nacional. 

Las entidades antes mencionadas deben contar con un sistema de prevención y administración 
del riesgo de lavado de activos y la financiación de otros delitos que considere al menos lo 
siguiente: 

• Matriz de Riesgos LA/FD; 
• Manual de Prevención LA/FD; 
• Políticas, procesos y procedimientos de debida diligencia para empleados, proveedores; 
afiliados, pensionistas y/o beneficiarios del Sistema de Seguridad Social; y, 
• Cultura de cumplimiento y programas de capacitación y concientización. 

El sistema de administración de riesgos se desarrollará acorde a la naturaleza, tamaño y a la 
complejidad de sus operaciones y servicios. 

Para las entidades citadas en el presente artículo, la responsabilidad de establecer las políticas 
de prevención de lavado de activos y la financiación de otros delitos, recae en el consejo 
directivo de la entidad o el organismo que haga sus veces, en tanto que la implementación de 
procesos y procedimientos es de responsabilidad del representante legal, o a quien este 
delegue. 

Adicionalmente, en consideración al nivel de riesgo, tamaño y complejidad de operaciones, las 
entidades deberán designar un responsable de cumplimiento para la administración de este 
riesgo, teniendo como referencia las disposiciones normativas vigentes. El responsable de 
cumplimiento deberá al menos contar con dos años de experiencia en entidades controladas 
por la Superintendencia de Bancos, en funciones relacionadas a la prevención de lavado de 
activos y la financiación de otros delitos. 

Las entidades reguladas en el presente articulado deberán notificar de oficio a la UAFE, de 
manera inmediata y oportuna, cualquier operación o transacción que resulte inusual, injustificada 
o sospechosa, así como cualquier tentativa de realización de dichas operaciones, una vez que 
estas hayan sido detectadas.”; 

23. Reubíquese la “SECCIÓN VII, DE LOS GRUPOS FINANCIEROS”, como “SECCIÓN VI DE 
LOS GRUPOS FINANCIEROS”; y, efectúese las siguientes reformas a los artículos de esta 
sección con la remuneración correspondiente. 

Sustitúyase el artículo 38, por el siguiente texto: 

“ARTÍCULO 38.- Grupos financieros. Las entidades controladas que conformen un grupo 
financiero que, en los términos del Código Orgánico Monetario y Financiero, integre afiliadas,  
subsidiarias o sucursales de participación mayoritaria y domiciliadas en terceros países, deberán 
implementar programas para la detección, prevención, mitigación y administración del riesgo de 
lavado de activos y la financiación de otros delitos, a nivel de todo el grupo, y aplicable a todas 
las subsidiarias o sucursales de propiedad mayoritaria del grupo, a nivel nacional y en el 
extranjero. Dicho programa puede ser unificado a nivel de grupo. Los procedimientos de control 
interno que pudieran adoptar a nivel de grupo deberán tener en cuenta los diferentes sectores 
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de actividad, modelos de negocio y perfiles de riesgo. Sin perjuicio de los perfiles individuales, 
se debe contar con un perfil de riesgo consolidado de todo el grupo financiero.”; 
 
DISPOSICIONES GENERALES 

PRIMERA.- La Superintendencia de Bancos, en el contexto de sus procesos de supervisión y en 
el ejercicio de sus atribuciones legales, verificará el cumplimiento de lo prescrito en la presente 
norma respecto de las entidades sujetas a su control y supervisión, y sancionará a sus infractores 
de acuerdo con lo establecido en el Código Orgánico Monetario y Financiero, Ley Orgánica De 
Prevención, Detección y Combate del Delito de Lavado de Activos y de la Financiación de Otros 
Delitos y su Reglamento, las normativas expedidas por el organismo de control y más 
disposiciones relativas a la materia, sin perjuicio de las acciones legales a las que haya lugar. 

SEGUNDA.- Las entidades controladas aplicarán las disposiciones de esta norma en lo 
relacionado al riesgo de lavado de activos y la financiación de otros delitos, las que prevalecerán 
sobre otras normas de igual o menor jerarquía que se le opongan. 

TERCERA.- En las entidades controladas que no cuenten con directorio, las funciones 
asignadas en esta norma a dicho cuerpo colegiado serán ejercidas por el representante legal, 
debiendo adecuar sus políticas, procesos y procedimientos de prevención de LA/FD y normativa 
interna a su estructura orgánica funcional, garantizando el estricto cumplimiento de lo 
establecido en las disposiciones vigentes. 

CUARTA.- La información recolectada por las entidades controladas en cumplimiento de las 
obligaciones de debida diligencia determinadas en la presente normativa, no podrán ser 
utilizadas para fines distintos de los relacionados con la prevención del lavado de activos y la 
financiación de otros delitos, salvo que dichos datos sean necesarios para la gestión ordinaria 
de la relación comercial. 

Las entidades controladas deberán aplicar medidas de seguridad para el mantenimiento de la 
información recabada para la aplicación de la debida diligencia prevista en esta norma, así como 
niveles de seguridad para la protección de datos de carácter personal. 

QUINTA.- Los casos de duda en la aplicación de la presente resolución serán resueltos por la 
Superintendencia de Bancos. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA.- Las disposiciones contenidas en la presente norma serán aplicadas por el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social a partir del 01 de enero de 2027.”.  

DISPOSICIÓN FINAL. - La presente Resolución entrará en vigor a partir de su expedición, sin 
perjuicio de su publicación en el Registro Oficial. 
 
Encárguese a la Secretaría General la notificación de la presente Resolución a la Intendencia 
General, Intendencia Nacional de Riesgos y Estudios, Intendencia Nacional de Control del Sector 
Financiero Público, Intendencia Nacional de Control del Sector Financiero Privado, Intendencia 
Nacional Jurídica, Intendencias Regionales de Guayaquil, Portoviejo y Cuenta, Dirección Nacional 
de Atención y Educación al Ciudadano, y Dirección Nacional de Desarrollo y Monitoreo; así como 
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su remisión al Registro Oficial para su publicación. De igual manera, encárguese a la Coordinación 
General de Comunicación su difusión y publicación en el portal Web Institucional. 
 
COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE EN EL REGISTRO OFICIAL.- Dada en la Superintendencia de 
Bancos, en Quito, Distrito Metropolitano, el 29 de julio de 2026. 
 
 
 

 
Econ. Roberto José Romero von Buchwald 

SUPERINTENDENTE DE BANCOS 
 

LO CERTIFICO. - En Quito, Distrito Metropolitano, el 29 de julio de 2026. 
 
 
 

Mgt. Delia María Peñafiel Guzmán 
SECRETARIO GENERAL 

 
 
 
 
 
 

Validar únicamente en FirmaEC. 
Firmado electrónicamente por: 

ROBERTO JOSE ROMERO 
VON BUCHWALD

Validar únicamente en FirmaEC. 
Firmado electrónicamente por: 

DELIA MARIA 
PENAFIEL GUZMAN
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RESOLUCIÓN No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNILO-2026-0109 

 
MARCO JOSÉ BENÍTEZ ROJAS  

 INTENDENTE GENERAL TÉCNICO (S) 
 
 

CONSIDERANDO: 
 

Que, el primer inciso del artículo 213, de la Constitución de la República dispone: 
“(…) Las superintendencias son organismos técnicos de vigilancia, 
auditoría, intervención y control de las actividades económicas, sociales y 
ambientales, y de los servicios que prestan las entidades públicas y 
privadas, con el propósito de que estas actividades y servicios se sujeten al 
ordenamiento jurídico y atiendan al interés general. Las superintendencias 
actuarán de oficio o por requerimiento ciudadano. Las facultades 
específicas de las superintendencias y las áreas que requieran del control, 
auditoría y vigilancia de cada una de ellas se determinarán de acuerdo con 
la ley (…)”; 

 
Que, el artículo 226, de la misma Norma Suprema establece: “(…) Las 

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 
servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad 
estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean 
atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar 
acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y 
ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución (…)”; 

 
Que, el artículo 3, del Código Orgánico Administrativo, dispone: “(…) Principio 

de eficacia. Las actuaciones administrativas se realizan en función del 
cumplimiento de los fines previstos para cada órgano o entidad pública, en 
el ámbito de sus competencias (…)”; 

 
Que,  el artículo 6 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, prevé: 

“Registro.- Las personas y organizaciones amparadas por esta Ley, 
deberán inscribirse en el Registro Público que estará a cargo del Instituto 
Nacional de Economía Popular y Solidaria. El registro habilitará el acceso 
a los beneficios de la presente Ley”; 

 
Que,  el primer inciso del artículo 14, de la Ley Orgánica de Economía Popular y 

Solidaria, dispone: “(…) Disolución y Liquidación.- Las organizaciones se 
disolverán y liquidarán por voluntad de sus integrantes, expresada con el 
voto de las dos terceras partes de sus integrantes, y por las causales 
establecidas en la presente Ley y en el procedimiento estipulado en su 
estatuto social (…)”; 
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Que, el artículo 57, letra d), ibídem, señala: “(…) Disolución.- Las cooperativas 

podrán disolverse, por las siguientes causas: (…) d) Decisión voluntaria de 
la Asamblea General, expresada con el voto secreto de las dos terceras 
partes de sus integrantes (…)”; 

 
Que, el artículo 17 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía 

Popular y Solidaria, prevé: “(…) La Superintendencia, una vez que apruebe 
el informe final del liquidador, dispondrá la cancelación del registro de la 
organización, declarándola extinguida de pleno derecho y notificando del 
particular al Ministerio encargado de la inclusión económica y social, para 
que, igualmente, cancele su registro en esa entidad”; 

 
Que,  el artículo innumerado agregado a continuación del 23, del Reglamento 

General de la Ley referida dispone: “(…) A las asociaciones se aplicarán 
de manera supletoria las disposiciones que regulan al sector cooperativo, 
considerando las características y naturaleza propias del sector asociativo 
(…)”;  

Que,  el artículo 56, del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía 
Popular y Solidaria, dispone: “(…) Publicidad.- La resolución de disolución 
y liquidación de una cooperativa, será publicada, en el portal web de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria y un extracto de aquella 
en un periódico de amplia circulación nacional y/o del domicilio de la 
organización (…)”;  

Que,  el primer artículo innumerado agregado a continuación del artículo 64, 
ibídem, establece: “(…) Liquidación sumaria.- En los casos en que una 
organización no haya realizado actividad económica o habiéndola 
efectuado tuviere activos menores a un Salario Básico Unificado, la 
Superintendencia, a petición de parte (…) podrá disolver a la organización 
y liquidar a la misma en un solo acto, sin que sea necesaria la realización 
de un proceso de liquidación, con base en las disposiciones que emita dicho 
Organismo de Control (…)”; 

 
Que,  la Norma de Control para el Procedimiento de Liquidación Sumaria de las 

Organizaciones Sujetas al Control de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria, expedida por este Organismo de Control con 
Resolución No. SEPS-IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0657, 
de 18 de septiembre de 2020, en el artículo 2 dispone: “(…) Objeto: La 
presente norma tiene por objeto determinar el procedimiento de liquidación 
sumaria de las organizaciones sujetas al control de la Superintendencia, 
que no hubieren realizado actividad económica o habiéndola efectuado, 
tuvieren activos menores a un Salario Básico Unificado (…)”; 



Viernes 7 de agosto de 2026 Registro Oficial Nº 343

64 

 

Página 3 
 
 

 
Que,  el artículo 3, de la citada norma dispone: “(…) Procedencia: La 

Superintendencia a petición de parte, previa resolución de la asamblea o 
junta general de socios, asociados o representantes, legalmente convocada 
para el efecto, tomada con el voto secreto, de al menos, las dos terceras 
partes de sus integrantes, podrá disponer la disolución y liquidación 
sumaria, en un solo acto, la extinción de la personalidad jurídica y la 
exclusión de los registros correspondientes, sin que sea necesaria la 
realización de un proceso de liquidación, en cualquiera de los siguientes 
casos: 1. Si la organización no ha realizado actividad económica y/o no 
tuviere activos; o 2. Si la organización habiendo efectuado actividad 
económica, tuviere activos inferiores a un Salario Básico Unificado (…)”; 

 
Que,  el artículo 4, ejusdem, establece los requisitos para solicitar la liquidación 

sumaria voluntaria ante la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria; 

   
Que,  la parte pertinente del artículo 5, de la norma ut supra, establece: “(…) 

Procedimiento: La Superintendencia, previa verificación del cumplimiento 
de los requisitos señalados en la presente norma, y con base en la 
información proporcionada por la organización o la que disponga en sus 
registros,  verificará si la organización se encuentra incursa en alguna de 
las causales establecidas en el artículo 3 de la presente resolución (…) Si 
la organización ha cumplido con todos los requisitos establecidos para el 
efecto, la Superintendencia, previo la aprobación de los informes 
correspondientes, podrá disponer la liquidación sumaria voluntaria de la 
organización, la extinción de su personalidad jurídica y, la exclusión de los 
registros correspondientes (…)”; 

 
Que,  en la Disposición General Primera de la Norma antes señalada, consta:“(…) 

En las liquidaciones sumarias voluntaria o forzosa no se designará 
liquidador  (…)”; 

Que,    mediante Resolución No. SEPS-ROEPS-2020-909863 de 08 de enero de 
2020, la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria aprobó el 
estatuto social y concedió personalidad jurídica a la ASOCIACION DE 
SERVICIOS DE LIMPIEZA ZURMAT FAMILIA ASOSERLIMZUR, con 
domicilio en el cantón Quito, provincia de Pichincha; 

Que,   la Intendencia Nacional de Supervisión a Organizaciones de la Economía 
Popular y Solidaria, con memorandos No. SEPS-SGD-INSOEPS-2026-
0446 y SEPS-SGD-INSOEPS-2026-0454, de 26 y 27 de febrero de 2026, 
respectivamente, informó que la ASOCIACION DE SERVICIOS DE 
LIMPIEZA ZURMAT FAMILIA ASOSERLIMZUR, con RUC No. 
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1793044174001, “(…) NO existen procedimientos administrativos 
sancionadores en trámite, en contra de la ASOCIACION (…) NO ha sido 
supervisada con anterioridad (…) NO consta en el proceso de inactividad 
vigente.- Con relación a los procesos de control cruzado masivos aplicados 
a partir del año 2025, la organización SI se encuentra inmersa en la 
aplicación de la referida estrategia.” Por último del Informe Técnico No. 
SEPS-INFMR-DNILO-2026-0043, suscrita el 26 de marzo de 2026, se 
indica que: “(…) Esta Dirección Nacional de Intervención y Liquidación de 
Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria, de acuerdo a las 
atribuciones establecidas en el Estatuto Orgánico de Gestión 
Organizacional por Procesos de la Superintendencia de Economía Popular 
y Solidaria, certifica que la ASOCIACION DE SERVICIOS DE LIMPIEZA 
ZURMAT FAMILIA ASOSERLIMZUR, con RUC No. 1793044174001, no 
se encuentra dentro de un proceso de intervención”;   

Que,   a través del memorando No. SEPS-SGD-INR-2026-0144, de 27 de febrero 
de 2026, la Intendencia Nacional de Riesgos informó que la ASOCIACION 
DE SERVICIOS DE LIMPIEZA ZURMAT FAMILIA ASOSERLIMZUR: 
“(…) no se encuentra dentro de un plan de acción ni de un plan de 
regularización, producto de la aplicación de los mecanismo (sic) de control 
realizados por esta Superintendencia y/o auditoría externa”; 

Que,  del Informe Técnico No. SEPS-INFMR-DNILO-2026-0043, suscrita el 26 
de marzo de 2026, se desprende que, mediante trámite Nro. “(…) SEPS-
UIO-2026-001-014649 de 10 de febrero de 2026 (…)” el representante legal 
de la ASOCIACION DE SERVICIOS DE LIMPIEZA ZURMAT 
FAMILIA ASOSERLIMZUR, solicitó a la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria, la liquidación sumaria voluntaria de la aludida 
Asociación;  

Que,  la Dirección Nacional de Intervención y Liquidación de Organizaciones de 
la Economía Popular y Solidaria, puso en conocimiento de la Intendencia 
Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución el Informe 
Técnico No. SEPS-INFMR-DNILO-2026-0043, concluyendo y 
recomendando: “5. CONCLUSIONES: (…) 5.1. La ASOCIACION (…) NO 
posee activos.- 5.2 La ASOCIACION (…) NO mantiene pasivo alguno.- 5.3 
La Junta General Extraordinaria de Asociados de la ASOCIACION (…) 
celebrada el 21 de enero de 2026, (sic) los asociados resolvieron la 
liquidación sumaria voluntaria de la aludida organización.- 5.4 Con 
fundamento en la normativa expuesta en el presente informe, se concluye 
que la ASOCIACION (…) ha cumplido con lo establecido en la Ley 
Orgánica de Economía Popular y Solidaria, su Reglamento General y la 
Norma de Control para el Procedimiento de Liquidación Sumaria de las 
Organizaciones Sujetas al Control de la Superintendencia de Economía 
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Popular y Solidaria, contenida en la Resolución No. SEPS-IGT-IGS-
INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0657 de 18 de septiembre de 2020; por lo 
que, es procedente declarar la extinción de la aludida organización.- 6. 
RECOMENDACIONES: (…) 6.1 Aprobar la disolución y liquidación 
sumaria voluntaria de la ASOCIACION DE SERVICIOS DE LIMPIEZA 
ZURMAT FAMILIA ASOSERLIMZUR con RUC No. 1793044174001, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 14 y 57, letra d), de la Ley 
Orgánica de Economía Popular y Solidaria; en concordancia con el primer 
artículo innumerado agregado a continuación del artículo 64 del 
Reglamento General a la Ley ibídem, en razón que se han cumplido con los 
requisitos y disposiciones contemplados en los artículos 3, 4 y 5 de la 
NORMA DE CONTROL PARA EL PROCEDIMIENTO DE LIQUIDACIÓN 
SUMARIA DE LAS ORGANIZACIONES SUJETAS AL CONTROL DE LA 
SUPERINTENDENCIA DE ECONOMÍA POPULAR Y SOLIDARIA, 
emitida mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGS-INSOEPS-
INFMRINGINT-2020-0657 de 18 de septiembre de 2020”; 

Que,  la Dirección Nacional de Intervención y Liquidación de Organizaciones de 
la Economía Popular y Solidaria, mediante memorando No. SEPS-SGD-
INFMR-DNILO-2026-0804, de 26 de marzo de 2026, puso en conocimiento 
de la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución, el Informe Técnico No. SEPS-INFMR-DNILO-2026-0043, 
relacionado con la ASOCIACION DE SERVICIOS DE LIMPIEZA 
ZURMAT FAMILIA ASOSERLIMZUR, a través del cual indicó y 
recomendó que: “(…) dio cumplimiento con lo dispuesto en los artículos 14 
y 57, letra d), de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria; en 
concordancia con el primer artículo innumerado agregado a continuación 
del artículo 64 del Reglamento General a la Ley ibídem, en razón que se 
han cumplido con los requisitos y disposiciones contemplados en los 
artículos 3, 4 y 5 de la NORMA DE CONTROL PARA EL 
PROCEDIMIENTO DE LIQUIDACIÓN SUMARIA DE LAS 
ORGANIZACIONES SUJETAS AL CONTROL DE LA 
SUPERINTENDENCIA DE ECONOMÍA POPULAR Y SOLIDARIA, 
emitida mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-
INGINT-2020-0657 de 18 de septiembre de 2020, por lo cual, recomiendo 
declarar la liquidación sumaria voluntaria de la aludida organización”;  

Que,  asimismo, mediante memorando No. SEPS-SGD-INFMR-2026-0818, de 27 
de marzo de 2026, la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución con base en el memorando No. SEPS-SGD-
INFMR-DNILO-2026-0804, e Informe Técnico No. SEPS-INFMR-
DNILO-2026-0043, remitió información relevante dentro del proceso y 
manifestó que la: “(…) ASOCIACION DE SERVICIOS DE LIMPIEZA 
ZURMAT FAMILIA ASOSERLIMZUR con RUC No. 1793044174001, 
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cumple con lo dispuesto en los artículos 14 y 57, letra d), de la Ley Orgánica 
de Economía Popular y Solidaria (…)”; 

Que,   con memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2026-0962 y SEPS-SGD-IGJ-2026-
1254, de 17 de abril y 19 de mayo de 2026, la Intendencia General Jurídica 
solicita información, previo a continuar con el análisis requerido; 

Que,   con memorando No. SEPS-SGD-INFMR-2026-1367, de 18 de mayo de 
2026, la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución, manifiesta: “(…) mediante Memorando No. SEPS-SGD-
INSOEPS-2026-0843, de 4 de mayo de 2026, la Intendencia Nacional de 
Supervisión a Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria, informa 
lo siguiente: ´(…) a través de memorando No. SEPS-SGD-INSOEPS-2026-
0772 de 24 de abril de 2026, se solicitó a la Intendencia Nacional de 
Riesgos, excluir a la ASOCIACIÓN DE SERVICIOS DE LIMPIEZA 
ZURMAT FAMILIA “ASOSERLIMZUR” del Plan Anual de Control del año 
2025, con estrategia de “Control Cruzado”; en tal sentido, es procedente 
continuar con la solicitud de disolución y liquidación sumaria voluntaria 
ingresada por la referida organización (…)´Con lo manifestado en el 
párrafo anterior, la ASOCIACION DE SERVICIOS DE LIMPIEZA 
ZURMAT FAMILIA ASOSERLIMZUR con RUC No. 1793044174001 ha 
dado cumplimiento con lo manifestado en el Procedimiento de Liquidación 
Sumaria Voluntaria de la EPS (…)”; 

Que,   mediante memorando No. SEPS-SGD-INFMR-2026-1402, de 22 de mayo 
de 2026, la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución, presenta: “(…) en alcance al Memorando No. SEPS-SGD-
INFMR-2026-0818, aprueba el Informe Técnico No. SEPS-INFMR-
DNILO-2026-0043; y, recomienda la extinción de la organización.”; 

Que, con memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2026-1550, de 18 de junio de 2026, 
desde el punto de vista jurídico, la Intendencia General Jurídica emitió el 
respectivo informe;  

Que, consta a través del Sistema de Gestión Documental de la Superintendencia 
de Economía Popular y Solidaria que, respecto del memorando No. SEPS-
SGD-IGJ-2026-1550, de 18 de junio de 2026, la Intendencia General 
Técnica instruyó su PROCEDER, a fin de proseguir con el proceso referido; 
y, 

Que, de conformidad con lo establecido en el Estatuto Orgánico de Gestión 
Organizacional por Procesos de la Superintendencia de Economía Popular 
y Solidaria, expedido mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGS-IGD-IGJ-
001, de 31 de enero de 2022, el Intendente General Técnico tiene entre sus 
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atribuciones y responsabilidades el suscribir las Resoluciones de liquidación 
y extinción de la personalidad jurídica de las entidades controladas por la 
Superintendencia. 

 
En uso de las atribuciones legales y reglamentarias, 
 

RESUELVE: 
  
ARTÍCULO PRIMERO.- Declarar disuelta y liquidada a la ASOCIACION DE 
SERVICIOS DE LIMPIEZA ZURMAT FAMILIA ASOSERLIMZUR, con 
Registro Único de Contribuyentes No. 1793044174001, con domicilio en el cantón 
Quito, provincia de Pichincha, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 14 
y 57, letra d), de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, concordante 
con los artículos innumerados agregados a continuación del 23, y primero a 
continuación del artículo 64, de su Reglamento General; así como lo dispuesto en 
el artículo 5, de la Norma de Control para el Procedimiento de Liquidación Sumaria 
de las Organizaciones Sujetas al Control de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Declarar a la ASOCIACION DE SERVICIOS DE 
LIMPIEZA ZURMAT FAMILIA ASOSERLIMZUR, con Registro Único de 
Contribuyentes No. 1793044174001, extinguida de pleno derecho de conformidad 
con lo dispuesto en el primer artículo innumerado agregado a continuación del 
artículo 64, del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria, en concordancia con el artículo 5, de la Norma de Control para el 
Procedimiento de Liquidación Sumaria de las Organizaciones Sujetas al Control de 
la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedida por este Organismo 
de Control con Resolución No. SEPS-IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-
0657, de 18 de septiembre de 2020. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Disponer a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento 
y Mecanismos de Resolución de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria, la cancelación del registro de la ASOCIACION DE SERVICIOS DE 
LIMPIEZA ZURMAT FAMILIA ASOSERLIMZUR. 
 
ARTÍCULO CUARTO.- Notificar al Ministerio encargado de la Inclusión 
Económica y Social, con la presente Resolución, para que proceda a retirar a la 
ASOCIACION DE SERVICIOS DE LIMPIEZA ZURMAT FAMILIA 
ASOSERLIMZUR, del registro correspondiente. 
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DISPOSICIONES GENERALES 
 

PRIMERA.- Notificar con la presente Resolución a el/la ex representante legal de 
la ASOCIACION DE SERVICIOS DE LIMPIEZA ZURMAT FAMILIA 
ASOSERLIMZUR, para los fines pertinentes. 
 
SEGUNDA.- Disponer que la Dirección Nacional de Comunicación e Imagen 
Institucional de esta Superintendencia, en coordinación con la Intendencia Nacional 
Administrativa Financiera, publique un extracto de la presente Resolución en un 
periódico de amplia circulación nacional y/o del domicilio de la organización; así 
como también la publicación del presente acto administrativo en el portal web de 
la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria. 
 
TERCERA.- Disponer a la Secretaría General de esta Superintendencia sentar la 
razón respectiva del presente acto administrativo en la Resolución No. SEPS-
ROEPS-2020-909863, y publicar la presente Resolución en el Registro Oficial, así 
como su inscripción en los registros correspondientes. 
 
CUARTA.- Notificar con la presente Resolución al Servicio de Rentas Internas, 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social y Registro de la Propiedad respectivo, 
para los fines legales pertinentes. 

QUINTA.- Disponer que la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución ponga en conocimiento de la Dirección Nacional de 
Procuraduría Judicial y Coactivas e Intendencia Nacional Administrativa 
Financiera, el contenido de la presente Resolución para que procedan en el ámbito 
de sus atribuciones y responsabilidades.  

SEXTA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin 
perjuicio de su publicación en el Registro Oficial. De su cumplimiento y 
notificación encárguese a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución, quien dejará constancia de la publicación y 
notificación realizada, en el respectivo expediente. 

COMUNÍQUESE Y NOTIFÍQUESE.- 
 
Dado y firmado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, a 
los 15 días del mes de julio de 2026.  
 
 
 
 

MARCO JOSÉ BENÍTEZ ROJAS  
 INTENDENTE GENERAL TÉCNICO (S) 

Validar únicamente en FirmaEC. 
Firmado electrónicamente por: 

MARCO JOSE BENITEZ 
ROJAS
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Oficio-CJ-SG-2026-0083-OF TR: CJ-INT-2026-20900

Quito D.M., jueves 23 de julio de 2026

Asunto: Alcance al Oficio Nro. CJ-SG-2026-0079-OF - Comunico la Fe de Erratas
de la Resolución 109-2026, expedida por el Pleno del Consejo de la
Judicatura, para publicación en el Registro Oficial del Ecuador.

Abogada
Martha Jaqueline Vargas Camacho 
Directora del Registro Oficial - E
Registro Oficial del Ecuador

De mi consideración:

Con un cordial saludo, en mi calidad de Secretario General del Consejo de la Judicatura,
me permito poner en su conocimiento lo siguiente:

Con Oficio Nro. CJ-SG-2026-0067-OF, de 03 de julio de 2026, trámite Nro. CJ-INT-2026-
18502, se puso en conocimiento que el Pleno del Consejo de la Judicatura, en la Sesión
Extraordinaria Nro. 088-2026, de 03 de julio de 2026, conoció y aprobó la Resolución 109-
2026, mediante la cual resolvió: “EXPEDIR EL REGLAMENTO PARA EL CONCURSO
PÚBLICO DE MÉRITOS Y OPOSICIÓN, IMPUGNACIÓN CIUDADANA Y CONTROL
SOCIAL, PARA LA SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN DE LAS Y LOS JUECES DE LA

”.CORTE NACIONAL DE JUSTICIA

En cumplimiento de la disposición emitida por el Pleno del Consejo de la Judicatura en
Sesión Extraordinaria Nro. 098-2026, se emitió la Fe de Erratas de 20 de julio de 2026
respecto del “REGLAMENTO PARA EL CONCURSO PÚBLICO DE MÉRITOS Y
OPOSICIÓN, IMPUGNACIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL, PARA LA
SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN DE LAS Y LOS JUECES DE LA CORTE NACIONAL DE

”, mediante la cual se realizaron las siguientes puntualizaciones:JUSTICIA

« “I. Aprobar la RECTIFICACIÓN DE ERRORES TIPOGRÁFICOS CONTENIDOS
”EN LA RESOLUCIÓN NRO. 109-2026 , que constan en el Informe Técnico Nro. CJ-

DNTH-SA-2026-852, de 15 de julio de 2026, puntualizando lo siguiente: En ela) 
“artículo 50, Tabla No. 7 - Capacitación recibida, dónde consta: (0.001 puntos por
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” “ ”cada hora acumulable) , deberá constar: (0.01 puntos por cada hora acumulable) ; 
“ ”En el artículo 50, Tabla No. 9 - Publicaciones, dónde consta: b) códigos ISNN ,

“ ”deberá constar: códigos ISSN, ; En el artículo 53, Tabla No. 11 - Accionesc) 
“afirmativas, donde consta: Certificado emitido por el Consejo Nacionalidad para la

” “Igualdad de Pueblos y Nacionalidades , deberá constar: Certificado emitido por el
”Consejo Nacional para la Igualdad de Pueblos y Nacionalidades ; En el artículod) 

“77, Subfase de la prueba práctica, donde consta: simulación de audiencias de
”casación y resolución , deberá constar: “simulación de audiencias de casación y

”revisión ; . Disponer a la Secretaría General la emisión y publicación delII
instrumento jurídico correspondiente (Fe de Erratas), que formalice la subsanación
de los citados artículos, a efectos de garantizar de manera inmediata la
transparencia, la debida aplicación y la seguridad jurídica del Concurso Público de
Méritos y Oposición para la Selección y Designación de las y los Jueces de la

 (…)»Corte Nacional de Justicia .

Con Oficio Nro. CJ-SG-2026-0079-OF, de 20 de julio de 2026, se solicitó la publicación,
en el Registro Oficial del Ecuador, de la Resolución Nro. 109-2026, de 03 de julio de
2026, así como de la Fe de Erratas de 20 de julio de 2026.

En respuesta al referido trámite, el Registro Oficial del Ecuador, mediante correo
electrónico de 23 de julio de 2026, informó a esta Secretaría General lo siguiente:

«(…) pongo en su conocimiento que  su documentaciónNO SE HA RECIBIDO
enviada por nuestro Sistema SACC, signada con el número: CCE-EXT-RO-2026-

 - 4619, toda vez que: Se le recuerda que de conformidad con el Código Civil la
norma entra en vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial, por lo que
la Resolución 109-2026, de 03 de julio de 2026, ya se encuentra publicada en el
Quinto Suplemento del Registro Oficial Nro. 322, de 09 de julio de 2026, por lo que

 no procede la figura de volver a publicar una norma que ya entró en vigencia. - La
fe de erratas es una corrección editorial, por lo tanto con la misma se corrige

 “errores sucintos en una publicación. - Por lo que no procede su solicitud de: ...Por
lo expuesto, solicito proceder con la publicación de la Resolución 109-2026, de 03
de julio de 2026, así como la Fe de Erratas de 20 de julio de 2026 en el Registro

”  Oficial del Ecuador . - Si su deseo es volver a publicar un acto corregido esta sería
otra figura legal, como reformatoria, o derogatoria, según corresponda a los

“ ”intereses institucionales. Si su deseo es el de publicar solo la Fe de erratas  para
corregir el error, entonces únicamente debe enviar la mencionada fe de erratas y el

»oficio .

En virtud de lo expuesto, solicito proceder con la publicación de la Fe de Erratas de 20 de
julio de 2026, en el Registro Oficial del Ecuador.

Lo que comunico a Usted para los fines pertinentes.
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Elaborado por:Sr. Jose Daniel Vazquez Diaz
Revisado por:Abg. Carolina Martínez Ríos

Con sentimientos de alta estima.

Atentamente,

Mgs. Marco Antonio Cárdenas Chum
Secretario General
Secretaría General

Anexo: Fe de Erratas de la Resolución 109-2026.

CC:
Dra. Mercedes Johanna Caicedo Aldaz, Phd 
Presidenta del Consejo de la Judicatura
Presidencia del Consejo de la Judicatura

Mgs. David Alejandro Villarroel Chalán 
Director Nacional de Asesoría Jurídica , Subrogante 
Dirección Nacional de Asesoría Jurídica

Abg. Angelica Marlene Yugcha Quinatoa 
Coordinadora de Monitoreo de Disposiciones
Coordinación de Monitoreo de Disposiciones

Mgs. Rosa Karen Carmigniani Molina 
Coordinadora de Despacho Institucional
Presidencia del Consejo de la Judicatura

Firmado por MARCO ANTONIO
CARDENAS CHUM
C=EC
L=QUITO
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FE DE ERRATAS 

 
En virtud del Memorando Circular Nro. CJ-DG-2026-4833-M, de 16 de julio de 2026, a través 
del cual el magíster Jorge Mauricio Maruri Vecilla, Director General del Consejo de la Judicatura, 
adjuntó el Memorando Circular Nro. CJ-DNTH-2026-0758-MC, que contiene el “INFORME 
TÉCNICO PARA LA RECTIFICACIÓN DE ERRORES TIPOGRÁFICOS CONTENIDOS EN LA 
RESOLUCIÓN NRO. 109-2026”, Nro. CJ-DNTH-SA-2026-852, ambos de 15 de julio de 2026, 
así como el Memorando Nro. CJ-DNJ-2026-0802-M, de 15 de julio de 2026, suscrito por la 
Dirección Nacional de Asesoría Jurídica; y, de conformidad con el Memorando Nro. CJ-SG-
2026-1169-M , de 20 de julio de 2026, por medio del cual se puso en conocimiento la decisión 
del Pleno del Consejo de la Judicatura, adoptada en Sesión Extraordinaria Nro. 098-2026, de 20 
de julio de 2026, respecto a: “I. Aprobar la “RECTIFICACIÓN DE ERRORES TIPOGRÁFICOS 
CONTENIDOS EN LA RESOLUCIÓN NRO. 109-2026”, que constan en el Informe Técnico Nro. 
CJ-DNTH-SA-2026-852, de 15 de julio de 2026, puntualizando lo siguiente: a) En el artículo 50, 
Tabla No. 7 - Capacitación recibida, dónde consta: “(0.001 puntos por cada hora acumulable)”, 
deberá constar: “(0.01 puntos por cada hora acumulable)”; b) En el artículo 50, Tabla No. 9 - 
Publicaciones, dónde consta: “códigos ISNN”, deberá constar: “códigos ISSN,”; c) En el artículo 
53, Tabla No. 11 - Acciones afirmativas, donde consta: “Certificado emitido por el Consejo 
Nacionalidad para la Igualdad de Pueblos y Nacionalidades”, deberá constar: “Certificado 
emitido por el Consejo Nacional para la Igualdad de Pueblos y Nacionalidades”; d) En el 
artículo 77, Subfase de la prueba práctica, donde consta: “simulación de audiencias de casación 
y resolución”, deberá constar: “simulación de audiencias de casación y revisión”; II. Disponer 
a la Secretaría General la emisión y publicación del instrumento jurídico correspondiente (Fe de 
Erratas), que formalice la subsanación de los citados artículos, a efectos de garantizar de manera 
inmediata la transparencia, la debida aplicación y la seguridad jurídica del Concurso Público 
de Méritos y Oposición para la Selección y Designación de las y los Jueces de la Corte Nacional 
de Justicia”; en la Resolución 109-2026, de 03 de julio de 2026, publicada en el Quinto 
Suplemento del Registro Oficial Nro. 322, de 09 de julio de 2026, mediante la cual se resolvió: 
“EXPEDIR EL REGLAMENTO PARA EL CONCURSO PÚBLICO DE MÉRITOS Y 
OPOSICIÓN, IMPUGNACIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL, PARA LA SELECCIÓN Y 
DESIGNACIÓN DE LAS Y LOS JUECES DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA”, se realizan 
las siguientes puntualizaciones: 
 

 Artículo 50.- Tabla No. 7 – Capacitación recibida.  
 
Donde consta:  
 
“(0.001 puntos por cada hora acumulable)”.  
 
Debe constar:  
  
“(0.01 puntos por cada hora acumulable)”. 
 

 Artículo 50.- Tabla No. 9 - Publicaciones. 
 
Donde consta:   
 
“códigos ISNN”. 
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Debe constar: 
 
“códigos ISSN,”. 
 

 Artículo 53.- Tabla No. 11 - Acciones afirmativas. 
 
Donde consta:  
 
“Certificado emitido por el Consejo Nacionalidad para la Igualdad de Pueblos y 
Nacionalidades”.  
 
Debe constar: 
 
“Certificado emitido por el Consejo Nacional para la Igualdad de Pueblos y Nacionalidades”. 
 

 Artículo 77.- Subfase de la prueba práctica.-  
 
Donde consta:  
 
“simulación de audiencias de casación y resolución”. 
 
Debe constar: 
 
“simulación de audiencias de casación y revisión”. 
 
 
Lo certifico.-  
 
Quito, D.M., a los veinte días del mes de julio de 2026. 
 
 
 
 

 
Mgs. Marco Antonio Cárdenas Chum 

Secretario General 
del Consejo de la Judicatura 
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